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Resumen 

En nuestro país, la defensa pública, es un servicio público, en la que el defensor público 

penal ejerce el patrocinio y/o asistencia jurídica de los imputados, siendo dicha institución 

dependiente del Ministerio de Justicia, y regulada por la ley N° 29360 y su reglamento. Por 

lo cual, al detectarse hechos que corresponden a la acción u omisión por parte de dicho 

defensor, que vulneran la defensa técnica eficaz, se tiene como objetivo general determinar 

de qué manera la defensa técnica del imputado incide en la responsabilidad civil del defensor 

público penal en ventanilla 2018-2019. 

Al respecto, diversos juristas conceptualizan y promueven una defensa técnica eficaz del 

imputado, bajo los parámetros de calidad y diligencia, en función al modelo acusatorio del 

código procesal penal. Considerando la independencia funcional del defensor de acuerdo a 

ley y la supervisión efectiva. De lo contrario, será pasible de imputar responsabilidad civil, 

una vez reunido los elementos que lo configuran.  

El diseño de la investigación es de naturaleza cualitativa y de tipo aplicada, porque se 

pretende la aplicación práctica; siendo los participantes, defensores públicos y magistrados 

del poder judicial del distrito de ventanilla, en la aplicación de la guía de entrevista; además 

de aplicarse la guía de observación, matriz y guía de análisis documental dentro de la 

presente investigación. 

 

 

 

 

 

 

Asimismo los resultados respaldan la aplicación de responsabilidad civil  para los defensores 

públicos penales, al encajar dentro de la R.C extracontractual por detectarse serios 

problemas en la defensa técnica del imputado. Concluyéndose que la problemática existente, 

requiere de soluciones efectivas, preventivas y reparadoras y una de ellas es la de establecer 

la responsabilidad civil del defensor público penal y mejorar el sistema de supervisión en la 

defensa pública a fin de evitar arbitrariedades. 

Palabras clave: proceso penal, defensor público penal, responsabilidad civil. 
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Abstract 
 

In our country, public defense is a public service, in which the criminal public defender 

exercises the sponsorship and/or legal assistance of the accused, being this institution 

dependent on the Ministry of Justice, and regulated by Law No. 29360 and its regulations. 

Therefore, when facts are detected that correspond to the action or omission on the part of 

said defender, which violate the effective technical defense, the general objective is to 

determine how the technical defense of the accused affects the civil responsibility of the 

criminal public defender at window 2018-2019. 

In this regard, various jurists conceptualize and promote an effective technical defense of 

the accused, under the parameters of quality and diligence, based on the accusatory model 

of the criminal procedure code. Considering the functional independence of the defender in 

accordance with the law and effective supervision. Otherwise, it will be possible to impute 

civil responsibility, once the elements that make it up have been gathered.  

The design of the investigation is of a qualitative nature and of an applied type, because it is 

intended for practical application; being the participants, public defenders and magistrates 

of the judicial power of the window district, in the application of the interview guide; in 

addition to applying the observation guide, matrix and guide of documentary analysis within 

the present investigation. 

Likewise, the results support the application of civil liability for public defenders in criminal 

cases, as they fit within the extracontractual C.R. for detecting serious problems in the 

technical defense of the accused. In conclusion, the existing problem requires effective, 

preventive and reparative solutions and one of them is to establish the civil responsibility of 

the criminal public defender and improve the system of supervision in the public defense in 

order to avoid arbitrariness. 

Keywords: criminal process, criminal public defender, civil liability
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I. INTRODUCCIÓN 

Con respecto a la aproximación temática debemos considerar que, el rol del abogado resulta 

esencial en el proceso penal, a fin de garantizar derechos fundamentales tanto de la víctima 

como del presunto culpable. Sin embargo, se observan ciertas críticas y deficiencias a la 

función de la defensa pública penal de imputados. Por lo que se deduce con la investigación 

realizada por Ronny Rojas y Alejandro Fernández Sanabria del equipo de UNIVISIÓN 

DATA con fecha 28 de abril del 2017, la problemática que caracteriza la función de la 

defensa pública en Costa Rica, cuyo sistema de justicia sería un ejemplo para todos los países 

latinoamericanos. No obstante, la probabilidad de condena de un acusado llevado a juicio a 

lado de un defensor público, es mayor que, quien contrata a uno privado, sobre todo cuando 

el delito es complejo. 

 

 Es así que ante la falta de precisión y regulación de responsabilidad civil del defensor 

público penal frente al usuario imputado por el daño provocado por una defensa ineficaz; 

como es de observarse, en el ámbito nacional, bajo el Expediente N° 03989-2014-PHC/TC 

en LA LIBERTAD – TRUJILLO, que detalla el recurso de agravio constitucional presentado 

por un usuario sentenciado a 10 años de pena privativa de libertad efectiva. Cuestionándose 

la actuación del defensor público asignado, por omitir brindar una asesoría legal eficiente 

para la interposición de un medio de impugnación.  

 

Igualmente en Ventanilla, se localiza una de las sedes de defensa pública, observándose  que 

resulta necesario establecer estrategias a fin de mejorar el servicio y ser de obligatorio 

cumplimiento, más allá del ordenamiento jurídico administrativo que comprende la ley N° 

29360 y su reglamento, la garantía de una defensa técnica eficaz para el imputado. Aunado 

a ello, evitar arbitrariedades por el ejercicio del principio de independencia funcional, 

enfocándose la supervisión tanto interna como externa de forma eficiente, basándose en 

criterios de calidad. 

 De mantenerse esta cuestión, repercutirá en la percepción de la ciudadanía generando 

insatisfacción y desnaturalización del servicio de defensa gratuita para personas de escasos 

recursos económicos. Ante ello resulta necesario analizar si la defensa técnica del imputado 

en su contexto negativo incide en la configuración de la responsabilidad civil del defensor 

público penal que la ejerce. Incluyendo la institución de la responsabilidad civil del defensor 
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público penal en beneficio del imputado que, ante tal perjuicio ocasionado, pueda accionar 

mediante un proceso judicial.  

Además, de mejorar la supervisión y adoptar medidas de control interno o externo, para 

evitar arbitrariedades, teniendo en cuenta la función preventiva de esta técnica legislativa. 

De esa manera, aquellas nulidades procesales en el ámbito penal, que atañen el desempeño 

del defensor público penal, se evitan, puesto que solo dilatan los procesos e impiden superar 

el sistema inquisitivo de siglos pasados, donde se percibía constantemente un estado de 

indefensión para el imputado.  

Ante tal problemática, los expertos a través de sus investigaciones analizan, desarrollan y 

plantean posibles soluciones. Las mismas que fueron consideradas como parte de los 

antecedentes de investigación de la tesis planteada.   

Conforme los antecedentes en el ámbito nacional, se encuentra Palomino (2014) quien 

realizó la tesis “La responsabilidad civil en el ejercicio profesional del abogado”, para 

adquirir el nivel de maestro en derecho civil y comercial de la Universidad Nacional de San 

Cristóbal de Huamanga, mediante el cual estudió las practicas jurídicas que realiza el 

abogado particular, frente a la falta de diligencia. Incluyendo como problema principal la 

configuración de la responsabilidad civil del letrado. Y concluyó que la regulación peruana 

de la responsabilidad civil del abogado resulta perjudicial para el propio agraviado al 

encontrarse difícil de probar la culpa inexcusable, para demandar una indemnización. 

Adicionalmente, Roca (2016) desarrolló la tesis titulada “Nuevo enfoque de la 

responsabilidad civil aquiliana del Estado ejecutivo y hacia una configuración sostenible del 

criterio de imputación” para obtener el grado de magister en Derecho civil en la PUCP.  

Siendo su objetivo, identificar el panorama de responsabilidad civil extracontractual del 

Estado a través de un diseño de análisis dogmático, funcional y jurisprudencial. Por lo que 

concluyó que la vinculación entre administrado y Estado no se basa en criterios contractuales 

como sucede en la relación entre Estado y empleado público o servidor, dado que, tanto 

jurisprudencia como la Ley 27785 en su 9na disposición, conceptualizan la responsabilidad 

civil de tal persona frente al estado de manera contractual y solidaria por daños patrimoniales 

que serán objeto de resarcimiento. 

Ahora bien, contamos con la tesis elaborada por Villalobos (2018) cuyo título es “El 

fundamento del derecho a la defensa como garantía del debido proceso y el ejercicio eficaz 

de la defensa pública penal” para obtener el grado de doctor en derecho y ciencias políticas. 
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Expresando como objetivo determinar si los fundamentos del derecho a la defensa como 

garantía del debido proceso resultan reflejar el ejercicio eficaz de la defensa pública penal, 

a partir de casos que asumen los defensores públicos en los años 2015-2016. Siendo de tipo 

descriptivo- explicativo a través del análisis de datos. Por lo que se concluyó que no resulta 

del todo eficaz la defensa que ejerce un defensor público, ello debido a que se asume la 

defensa en un estado procesal en el que ya no se puede acopiar las pruebas y con la falta de 

iniciativa manifiesta perjuicio a la eficacia de una defensa, convirtiéndose en una simple 

formalidad. 

Adicionalmente, Zúñiga (2015) en la tesis titulada “Defensa pública y acceso a la justicia 

constitucional de personas en situación de vulnerabilidad” para conseguir el grado de 

maestro en la Pontificia Universidad Católica del Perú, planteó analizar la exclusión del 

servicio de justicia constitucional por parte de la Defensa Publica en la regulación peruana 

vigente. A través de un análisis dogmático y estadísticas vigentes. En ese sentido se concluyó 

que, la presencia del abogado, lejos de ser una formalidad, resulta indispensable en las 

diligencias del proceso, convirtiéndose en un deber del Estado, el garantizar tal derecho a 

través de la asistencia y patrocinio de un letrado capacitado de forma adecuada ante cualquier 

requerimiento de protección.  

Finalmente, Vilela (2018) en su tesis titulada “Algunos apuntes sobre el régimen de 

responsabilidad patrimonial de la administración pública en la prestación del servicio 

público, con especial referencia al ámbito de las telecomunicaciones”, para obtener el título 

de abogado en la universidad de Piura. Considerando como objetivo determinar casos en los 

que la administración responde en la prestación del servicio, aun cuando no ha sido prestado 

directamente.  A través del análisis de antecedentes históricos y regulación actual. Se 

concluyó, que la redacción de la LPAG, manifiesta responsabilidad patrimonial de la 

administración pública, cuando aquellos daños se producen como consecuencia de la 

prestación directa del servicio; y además por omisión en las funciones a las que está 

destinada a cumplir a efectos de prestar el servicio, con independencia de la responsabilidad 

del funcionario a quien se le podría imputar daño de manera personal.  

Por otro lado, dentro de los antecedentes en el ámbito internacional, consideramos la 

investigación elaborada por Valencia (2018) cuyo título es “Sobre la responsabilidad civil y 

disciplinaria de los abogados: Alcance social de los deberes profesionales de los abogados”, 

teniendo como fin especial contribuir a la realización de política pública en tanto se exija la 
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responsabilidad especial de los operadores jurídicos en el ejercicio de deberes primordiales. 

Asimismo, los resultados demostraron una inclinación constante de conductas que 

transgreden la confianza como principal recurso moral de una sociedad. En ese sentido es el 

artículo 39 de la ley 1123 del 2007, en materia disciplinaria, cual hace referencia a conductas 

que entrañan falta de independencia profesional, quizá el principal deber que genera la 

dignidad de la profesión, que va más allá de cualquier conducta descrita en el catálogo de 

faltas, por lo que se exige el conocimiento del derecho, al ser implícita su responsabilidad 

frente al particular.  

Para complementar a tal información precedente, Fix y Suárez (2015) realizaron la 

investigación titulada “Hacia una defensa pública de calidad. El nuevo diseño institucional 

de las defensorías públicas en las entidades federativas de la república mexicana”, por medio 

del cual pretenden reafirmar lineamientos con el propósito de brindar un servicio de defensa 

idóneo, aplicando el análisis comparativo de leyes vigentes. Mediante el cual, se concluyó 

que el problema no se eliminará con supervisiones o visitas de evaluación interna, por lo que 

resulta indispensable que, quienes se encarguen de evaluar la calidad de servicio, sean el 

poder legislativo y ejecutivo a través de un proyecto con la intervención de la sociedad civil, 

estableciendo lineamientos para evaluar y controlar su seguimiento.  

 

Aunado a ello, Bozzo y Ruz (2019) desarrollaron la investigación titulada “El deber 

precontractual de información del abogado”.  Teniendo como objetivo principal conocer las 

implicancias del deber de información para la configuración de la responsabilidad civil. A 

través del análisis de doctrina, jurisprudencia comparada en concordancia con la finalidad 

del código de ética del abogado. Por tanto se concluyó que la independencia del abogado 

dependerá del régimen laboral al que pertenece, y su responsabilidad por negligencia de 

acuerdo a ley de protección al consumidor, tendrá implicancias de forma directa si la relación 

con el usuario se dio de la misma manera. De lo contrario responderá la empresa o entidad 

bajo la cual el abogado se organiza. 

Igualmente podemos considerar, la investigación elaborada por Chaparro (2014) cuyo título 

es “La responsabilidad civil del abogado por no interposición de la acción de retracto en 

plazo. Comentario a la STS Núm.373/2013, de 5 de junio”. Teniendo como objetivo analizar 

el incremento de demandas de desidia o mala praxis del operador de derecho en la labor que 

desempeña. Mediante un análisis de información proveniente de la doctrina y normativa 

vigente. Por tanto, concluyó que las resoluciones judiciales que ponen fin a una instancia en 
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materia de responsabilidad civil del letrado, cautelan el ejercicio de la defensa para proteger 

los intereses del particular que solicita sus servicios, otorgándose un monto dinerario a fin 

de compensar, resarcir o reparar, una vez cumplidos los requisitos de responsabilidad civil. 

Por último, resaltamos la investigación de Anríquez (2016) cuyo título es “Ética profesional 

del abogado: Normativa vigente en Chile”. Teniendo como objetivo, reconocer la influencia 

de la normativa correspondiente a la ética profesional para imputar responsabilidad civil a 

fin de proteger el arte de la ley. A través del análisis normativo, doctrina y jurisprudencia. 

Por lo que, se concluyó que aquellos deberes de los profesionales jurídicos que emanan de 

los códigos de ética despliegan una fuerza jurídica al formar parte del arte de la ley, sin 

presentarse inconveniente, si existe un mandato firme que haya resuelto en dicha instancia, 

para el proceso civil que se recurra, invocando los mismos hechos esbozados en el anterior 

juicio.  

 

Por consiguiente, respecto a las teorías que tienen relación con las categorías que componen 

la presente tesis; tengamos en cuenta que la defensa técnica del imputado y su ejercicio 

eficaz, implican un conocimiento amplio sobre los dos fragmentos del Derecho penal, tanto 

parte general como especial.  En el derecho penal mexicano denominados parte adjetiva y 

sustantiva, considerando las reglas lógicas que se encargan de encaminar el proceso penal 

por sí mismo (Neri y González, 2019, p.2).  

En relación a ello, dentro de los cambios esenciales que ha traído consigo la reforma 

ecuatoriana en beneficio del imputado, se precisa el rol imprescindible del defensor desde 

etapa preliminar, una de éstas es la concurrencia obligatoria del defensor en la declaración 

al investigado, siendo elegido por aquel, bajo apercibimiento de designársele defensor 

público para el respeto del derecho de defensa y el debido proceso (Hernández, 2017, pp.5-

7). 

Por lo que al ser el derecho de defensa, una garantía en el proceso penal; es necesario 

considerar que, con la entrada en vigencia del NCPP se cambia el modelo inquisitivo, por el 

modelo acusatorio adversarial, generando un sistema igualitario en los derechos de los 

sujetos procesales intervinientes. Sin embargo, este cambio no es suficiente para lograr la 

equidad y eficacia del proceso penal. Siendo necesario, para ser garantista, que los sujetos 

procesales incluyendo a los magistrados, el respeto en forma detallada de la norma y las 

garantías del sistema procesal, emanadas de la constitución (Neyra, 2010, pp.1- 4). 

Frente a ello, el abogado deberá establecer la teoría del caso, considerando los medios 
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probatorios que respaldan lo referido, para acogerse a una estrategia de defensa ya sea activa 

o pasiva. Teniendo en cuenta que en la etapa de investigación el fiscal debe recabar toda la 

información posible, mediante pruebas de cargo y de descargo, de modo tal que demuestren 

de forma objetiva la responsabilidad o inocencia del investigado (Salas, 2011, pp.9-10). 

Siguiendo esa conceptualización, se requiere el derecho de defensa efectivo, a fin de 

establecer derechos procesales mínimos para sospechosos y culpables. Por lo que el objetivo 

es contribuir a la aplicación de tales derechos de los sospechosos dentro de una defensa 

eficaz, dando prioridad a aquellas personas que no tienen los suficientes recursos 

económicos para pagar la asistencia jurídica (Ed Cape et al, 2010, pp.6-7). 

En relación a los derechos del presunto culpable, el programa de Estocolmo, enfoca a estos 

derechos como un valor fundamental dentro del proceso penal. Por lo que los prisioneros 

inocentes, erróneamente encarcelados por el ejercicio ineficaz de la actividad de un abogado, 

necesitan ser capaces de hacer valer reclamaciones de responsabilidad civil en virtud de la 

ley estatal (Jimeno, 2010, pp.3-4).  

Asimismo, en Finlandia, la asesoría jurídica recae en la oficina pública y ésta abarca la 

asistencia, la adopción de medidas necesarias y la representación ante los tribunales u otras 

autoridades. Estando en disponibilidad en todas las etapas de los procedimientos judiciales 

(Kosonen y Tolvanem, 2010, p.12). 

Por otro lado, es indispensable conocer cómo identificar la vulneración al derecho de defensa 

del imputado, teniendo en cuenta los criterios esbozados por la Corte Constitucional de 

Colombia. Teniendo en cuenta que, la vulneración del derecho de defensa en su vertiente 

formal o técnica debe incidir directamente en la solución arribada por el juez (Fernández y 

Gutiérrez, 2012, pp.88-91). 

Uno de los problemas más comunes entorno a la defensa técnica del imputado se enmarca 

sobre el contexto de la defensa pública, siendo la magnitud de obstáculos complejos a la 

ausencia de calidad en la comunicación abogado- cliente, la falta de información probatoria 

y la adopción de estrategias para la mejora, algunos de los problemas que deben servir para 

realizar más investigaciones (Moore, et al., 2018, p.33). 

En relación a la independencia funcional del defensor público, ésta se enmarca en la vertiente 

formal del derecho de defensa, posibilitándose al imputado, la elección del letrado que crea 

conveniente. En caso de no haber elegido, el Estado, se encarga de elegirlo. Ya que, en 

función al criterio planteado, mediante la declaración realizada por el propio imputado, se 

concretiza la vertiente material (Estrada, 2016, p.11). 
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Siendo la defensa pública penal un servicio prestado a la ciudadanía, el representante de esta 

institución, desempeña una labor a favor del usuario por lo que su función es indispensable 

para el ejercicio eficaz del derecho de defensa. Asimismo, al encontrarse de por medio el 

derecho a la libertad de locomoción, se exige el cumplimiento de las garantías del debido 

proceso en el desempeño de sus funciones (Chancosa, 2016, p.23). 

En los EE. UU, el tribunal supremo, aplicando la sección 1983, ha hecho extensiva una 

inmunidad absoluta en el ejercicio de la defensa de defensores públicos, en base a razones 

de política pública, como el fomento a la contratación y representación de los acusados 

indigentes (Keller, 1978, p.24). 

Sin embargo, se presta poca atención en la defensa de indigentes, por lo que la 

implementación del equipo multidisciplinario es necesaria, para abordar no solo el caso 

concreto sino las circunstancias socioeconómicas en la que viven los acusados. Siendo la 

función del defensor público no solo a asistirlo en audiencias sino de prevenir su reincidencia 

(Anderson, et al., 2019, p. 1). 

Asimismo, luego de crearse la defensa pública, el rol del trabajador social adquiere 

relevancia en tal ámbito, ya no se limita a trabajar paralelamente con los abogados y a 

proporcionar planes de rehabilitación, sino están cada vez más integrados como miembros 

del equipo de defensa (Buchanam and Nooe, 2017, p. 3). 

Respecto a la supervisión en la defensa publica, se invoca como uno de los principios de la 

defensa publica de EE. UU de Norteamérica, la exigencia de inspeccionar la cantidad de 

casos llevados por el abogado defensor. Debiendo ser supervisado de forma permanente, 

evaluado de acuerdo a su competencia y carga laboral adquirida, en el marco de las 

normativas vigentes nacionales (Ross and Manchester, 2002, pp. 6-7). 

Sin embargo, se observa que la supervisión se enfoca en un ámbito administrativo, velando 

por el orden en la administración de casos por parte del servidor. Asimismo, dicha 

fiscalización se realiza ya sea una o dos veces al año, por medio de un responsable supervisor 

de acuerdo a la normativa vigente, demostrando con ello la falta de eficiencia como factor 

integrante del lineamiento de calidad (Ramírez, 2018, p.77). 

Aunado a ello, al no existir mecanismos para implementar una supervisión eficaz sobre los 

servicios que brinda la defensa pública. Considerando que casi el 80% de estadounidenses 

acusados no tienen recursos económicos para la contratar a un abogado. Por lo que todos los 

abogados defensores deben ser evaluados regularmente, de acuerdo a los parámetros 

establecidos y deben recibir retroalimentación sobre cómo mejorar (Primus, 2017, pp.2-3). 
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En Maryland y ciertos distritos de los EE. UU, adoptan como buenas prácticas, la supervisión 

que ejerce el administrador, quien es un abogado profesional. Sin embargo, tendría que 

analizarse si resulta eficiente en otros distritos y cómo se cuantifica o se mide la eficacia, 

siendo las metas que se plantea para la justicia (Wool et al., 2003, p.42). 

En razón a la responsabilidad civil del defensor público penal, es preciso señalar en primer 

lugar el caso del abogado particular, puesto que, al ser una persona formada y calificada en 

beneficio de su cliente, adquiere poderes y responsabilidades. En el campo de la 

responsabilidad, puede responder en el ámbito penal, civil y disciplinario. Por lo que su 

responsabilidad civil radicará si causa una lesión a los derechos fundamentales de su 

patrocinado (Dumitrescu, 2015, p.4). 

Asimismo, el código civil peruano pretende diferenciar las clases de responsabilidad civil. 

Primero, como aquel incumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato, que 

genera vínculo entre las partes (contractual). Y aquella conducta dañosa que se da en 

circunstancias de no existir vinculo que relacione a las partes intervinientes 

(extracontractual) (Taboada, 2013, pp.33-36). 

En la jurisprudencia colombiana existe confusión entre el deber de reparar y el principio de 

solidaridad, debiendo existir una conducta dañosa ya sea mediante una acción u omisión que 

el autor haya desplegada, para posteriormente evaluar el alcance, siendo pagado 

directamente por el servidor público o aplicándose el criterio de la solidaridad para el 

reembolso de los gastos pagados por cualquiera que cancele (Pimiento, 2016, p.37). 

Mientras que, en Rumanía, las leyes especiales como el estatuto profesional o la ley de 

organización se encargan de la responsabilidad disciplinaria del abogado. Y el letrado que 

ocasione perjuicio a su patrocinado, incurrirá en responsabilidad civil. No solo por la pérdida 

del juicio sino por aquellas obligaciones que tiene sobre la asistencia jurídica (Matefi y Ionas, 

2010, pp. 1-2). 

En ese sentido, la inmunidad reflejada en la independencia funcional, otorgada para el 

defensor público gira en torno al cumplimiento de los deberes, por lo que, al ser defensores 

pagados por el Estado deben estar sujetos a responsabilidad civil por negligencia, para 

recuperar de alguna forma esos daños por mala praxis (Richards, 1994, p.47).  

Por otro lado, en Los Ángeles, el defensor público cuya conducta causa la condena de un 

hombre inocente puede ser considerado responsable por mala praxis legal y por tanto ser 

demandado por negligencia. Siendo los condados quienes asuman el costo de la las 

indemnizaciones (Dolan, 2000, párr.2-3). 
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Respecto al hecho antijurídico generador de daño, existe la regla que aquel servidor que 

causa perjuicio, responda por ese hecho, sin embargo, si el daño se enfoca en el ejercicio de 

la función encomendada por su empleador, éste último resulta responsable indirectamente 

denominándose responsabilidad vicaria (Mclellan, 2017, p.5). 

A pesar de que no hay una decisión unánime respecto a qué clase de responsabilidad civil le 

corresponde al abogado, dependerá de su actuación en función de una representación directa 

o a favor de terceros. Teniendo en cuenta que el juez tendrá que analizar si la obligación que 

involucra al letrado será de medios o de resultado, aunque en la mayoría de casos se trate de 

obligaciones de medio (Merlano, 2010, p.13-14). 

Cabe precisar que deben adoptarse criterios respecto al daño causado, esto es, que éste sea 

cierto; debe ser actual o a futuro; su antijuridicidad, y debe incidir directamente en el 

particular ya sea por derivarse de una relación obligatoria o fuera de ella (Vélez, 2012, pp. 

28-29). 

Asimismo, debe existir una relación de causalidad o nexo causal entre hecho antijurídico y 

daño, siendo esto, relevante para determinar la responsabilidad civil, ya sea de forma directa 

o mediata, se espera identificar hasta qué punto responderá o le serán imputables las 

consecuencias de su conducta dañosa para que pueda indemnizar (López, 2006, p. 96). 

Considerando que en el ámbito extracontractual rige la noción de causa adecuada como nexo 

causal, sin embargo, existen dudas respecto a identificar cuál de todas las causas que hay 

sobre un fenómeno, es causante en su forma natural (Rojas y Mojica, 2014, p.27). 

Por otro lado, uno de los factores de atribución que la mayoría de la doctrina adopta es la 

culpa, considerada desde la comparación entre profesionales del mismo rubro que 

desempeñan su labor en las mismas condiciones solo que uno de ellos causa perjuicio con 

su acción. Sin embargo, resulta difícil demostrarla (Ariza, 2010, pp.3-8).  

Por ejemplo, en Argentina, la responsabilidad del profesional se centra en los deberes 

específicos que son propios de la actividad, por lo que al tener conocimientos teóricos y 

prácticos deberá actuar con diligencia, en ese sentido el abogado al ser el actor principal para 

la solución de conflictos, si será pasible de imputarle responsabilidad (Padilla, 2016, p.18). 

Por lo tanto, al ser la culpa el criterio para responsabilidad civil, ésta debe ser demostrada, 

tratándose de una expectativa individual legitima, siendo el Estado quien soporta las 

consecuencias del daño ocasionado hacia el sujeto (Miletic et al.,2017, p. 8). 
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Ahora bien, para entender el campo de la investigación fue necesario delimitar ciertas 

preguntas en la formulación del problema, siendo la pregunta general ¿De qué manera la 

defensa técnica del imputado incide en la responsabilidad civil del defensor público penal 

en ventanilla 2018-2019? Y adicionalmente como preguntas secundarias, ¿De qué manera 

el principio de independencia funcional se relaciona en la responsabilidad civil del defensor 

público penal en ventanilla 2018-2019? Y ¿De qué manera la supervisión en la defensa 

pública incide en la responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-

2019? 

Aunado a la problemática, resulta de gran trascendencia señalar la justificación del estudio 

que sustenta la adopción de la investigación. En ese sentido, se justifica jurídicamente; la 

misma que ante la ausencia de responsabilidad civil del defensor público penal, frente al 

imputado afectado por la mala praxis de aquel, se pretende establecer su regulación y 

precisión en torno a diferenciarla de una responsabilidad administrativa y patrimonial de la 

administración pública, a la que refiere la ley N°27444. Adquiriendo relevancia, a través de 

la protección del derecho de defensa del imputado y principios de la administración de 

justicia Asimismo, responde a una justificación práctica, dado que proporciona aportes que 

pretenden solucionar la problemática de la defensa técnica del imputado, por el ejercicio del 

servidor del Estado encargado para ello. Contribuyendo para el respaldo a la institución 

pública, por parte de los ciudadanos que merecen un servicio público de calidad, y el respeto 

a un derecho de defensa eficaz. 

Para culminar con el primer capítulo de la presente, se planteó los objetivos de la 

investigación, siendo como objetivo general, analizar de qué manera la defensa técnica del 

imputado incide en la responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-

2019. Asimismo, se planteó dos objetivos específicos, siendo el primero, determinar de qué 

manera el principio de independencia funcional se relaciona con la responsabilidad civil del 

defensor público penal en ventanilla 2018-2019. Y como segundo objetivo, determinar de 

qué manera la supervisión en la defensa pública incide en la responsabilidad civil del 

defensor público penal en ventanilla 2018-2019. 
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Tipo de estudio 

La presente investigación fue de tipo aplicada dado que la descripción y análisis de la 

problemática planteada tuvo como propósito su aplicación en la realidad social para no solo 

generar nuevos conocimientos o reforzar el conocimiento jurídico sobre las categorías antes 

expuestas (defensa técnica del imputado y responsabilidad civil del defensor público penal) 

sino también para proponer estrategias y actuaciones concretas que se centren en la mejora 

del servicio de la defensa pública penal en la coyuntura local, nacional e internacional 

(Cívicos y Hernández., 2007, p.25). 

Diseño de investigación 

El escenario de la presente investigación se centró en el distrito de Ventanilla, departamento 

y provincia de Lima, donde se ubica los juzgados de la Corte Superior de Justicia de 

Ventanilla y la Dirección de defensa pública y acceso a la justicia (sede principal del distrito 

judicial de Lima Noroeste). Considerando relevante la función que cumple cada institución 

pública mencionada dentro del proceso penal a fin de velar por el cumplimiento de las 

garantías del debido proceso y tutela jurisdicción efectiva que consagra la constitución 

política del Perú (Hernández et al., 2014, p.514). 

En este punto se describe a los sujetos intervinientes en la investigación para el proceso de 

recolección de datos, es así que, en el presente caso, los participantes forman parte de la 

administración de justicia penal y garantizan el respeto de los derechos del imputado 

II. MÉTODO 

2.1 Tipo y diseño de investigación  

Al ser una investigación de enfoque cualitativa, el diseño fue interpretativo basada en la 

Teoría Fundamentada, ya que, se buscó generar una postura jurídica garantista innovadora, 

a través de un análisis interpretativo de la norma, doctrina y legislación comparada, 

efectuándose la explicación de la problemática con la precisión de cada una de las categorías 

que la componen, siendo respaldadas, no solo por personal de la doctrina sino además por 

un grupo de expertos en la materia en un lugar y tiempo seleccionado (Hernández et al., 

2014, p.505). 

2.2 Escenario de estudio 

2.3 Participantes 
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Resulta relevante para el desarrollo de la presente, aquella información que será recabada a 

través de las distintas técnicas e instrumentos que corresponden a la investigación cualitativa. 

Teniendo en cuenta que el fin de su aplicación, radicará en responder la problemática 

formulada en pregunta desde un comienzo, así como demostrar la viabilidad de tal propuesta 

en el campo del derecho procesal en aras de velar por la defensa técnica eficaz del imputado 

(Hernández et al., 2014, p.42).  

 

Técnicas de recolección de datos: 

Observación 

Esta técnica resultó esencial para la identificación de la problemática sobre la defensa técnica 

del imputado en la dirección de defensa pública del distrito de Ventanilla, de tal forma que 

posibilita el empleo de las siguientes técnicas e instrumentos para la recolección de datos a 

fin de lograr la aceptación de la propuesta legislativa, antes señalada. 

Revisión de fuente doctrinal 

Esta técnica se aplicó, al examinar las distintas posturas y consideraciones de grandes juristas 

u operadores del derecho que realizaron investigaciones e innovaron sobre el tema materia 

de análisis, para identificar y definir las categorías y subcategorías de la presente tesis. 

Revisión de fuente normativa 

Es una de las técnicas que se utilizó para identificar la regulación jurídica del tema dentro 

de la norma como fuente principal del derecho, tomando en cuenta, el ámbito nacional, para 

el análisis de la realidad problemática latente en el distrito.   

inherentes al proceso penal. En primer lugar, se tiene como participantes a magistrados y 

especialistas de causas de los juzgados de investigación preparatoria quienes observan 

directamente el desempeño de los defensores públicos penales en audiencias, asimismo la 

participación de seis defensores públicos de la sede ventanilla, dada la labor que cumplen, 

son especialistas en materia penal y procesal penal corroborada con su experiencia en tal 

campo (Hernández et al., 2014, p.417).  

2.4 Técnicas e instrumentos de recolección de información 
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Revisión de fuente jurisprudencial  

La utilización de esta técnica fue necesaria para corroborar la problemática de la defensa 

técnica del imputado y su incidencia en la creación de la figura de la responsabilidad civil 

del defensor público penal frente al imputado, considerando los aportes que los magistrados 

desarrollaron en la resolución de conflictos sociales. 

Entrevista  

Es una de las técnicas que contribuye a la percepción e interacción entre mi persona como 

investigadora y aquellos elegidos para ser entrevistados, a fin de obtener información sobre 

sus conocimientos adquiridos a través de la experiencia y la aceptación de mi propuesta para 

una defensa técnica eficaz sobre el imputado. 

 

Instrumentos de recolección de información: 

Guía de observación  

Es aquel instrumento que sirvió para la elaboración de la aproximación temática en el ámbito 

local, donde refleja la percepción de la problemática planteada en forma objetiva. Teniendo 

en cuenta que dicho instrumento se encuentra incluido tanto en la introducción como en el 

desarrollo de la presente. 

Matriz de categorías  

Para aplicar la técnica de revisión documentaria fue necesario elaborar la matriz, tal como 

se aprecia en los anexos de la presente, señalándose las categorías y sub categorías a 

investigar. 

Ficha de análisis doctrinal 

Este instrumento fue utilizado, a través de la interpretación y razonamiento de cada 

información referente a las categorías de la presente investigación, considerando la 

relevancia en el ámbito jurídico para la aceptación de la responsabilidad civil del defensor 

público penal. 
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Respecto a este instrumento, se realizó la interpretación de la norma que refiere la defensa 

técnica del imputado como el código proceso penal; y la figura jurídica de la responsabilidad 

civil del servidor público, dentro de la ley 27444 y su TUO, así como en la normativa de la 

Contraloría General de la República. 

Ficha de análisis jurisprudencial 

Este instrumento se utilizó, a través de la exploración de las distintas resoluciones en la que 

los magistrados resolvieron problemáticas latentes en la realidad de una forma determinada, 

de tal forma que fueron materia de análisis de la presente tesis. 

Guía de entrevista 

Es aquel instrumento que se aplicó a través de un cuestionario de preguntas abiertas que 

respondieron a los objetivos y al problema tanto general como específico, a fin de redactar 

los resultados y realizar la discusión de la presente tesis. (Hernández, Fernández y Baptista, 

2014, p. 417) 

Al respecto, primero se identificó el problema en su contexto natural, a través de la técnica 

de observación, comparando aquella, en el ámbito internacional, nacional y local. Para luego 

proceder a indagar y clasificar tal información en los antecedentes y marco teórico del tema 

materia de análisis.  

 Teniendo en cuenta la utilización de la matriz de categorías como instrumento para obtener 

las categorías a investigar, siendo  una de ellas la defensa técnica del imputado de la cual se 

disgregan dos subcategorías como son:  el principio de independencia funcional y la 

supervisión en la defensa pública penal y como segunda categoría; la responsabilidad civil 

del defensor público penal, de la cual surgen dos subcategorías, entre ellas tenemos al hecho 

antijurídico generador de daño y el factor de atribución culpa. 

 

Con el fin de organizar y consolidar la investigación, se determinó el método para clasificar 

la información obtenida y aplicar los instrumentos, tales como la guía de entrevista, la ficha 

de análisis documental que comprende a su vez, la ficha de análisis de doctrina, 

Ficha de análisis normativo 

Ficha de análisis normativo 

2.5 Procedimiento 
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jurisprudencia y normativa.  

Aunado a ello, tal información proveniente de los entrevistados y del análisis respectivo fue 

descrita de manera coherente y concisa en la redacción de los resultados de la presente 

investigación. Para luego proceder con la descripción de la discusión, donde se explicó y 

discutió los resultados, los antecedentes y el marco teórico realizando el procedimiento de 

triangulación. Por último, se elaboró las conclusiones, recomendaciones y sugerencias, 

adjuntando en los anexos los instrumentos aplicados en la presente investigación 

(Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p. 201). 

Es necesario precisar que el análisis de información se realizó como consecuencia de la 

aplicación de los instrumentos, tales como la guía de observación, guía de entrevista y la 

ficha de análisis documental, que comprende doctrina, normativa y jurisprudencia, tanto 

nacional como internacional. Respecto a la guía de observación, el cual fue efectuado en el 

distrito judicial de Ventanilla, contribuyó a la aproximación de la realidad problemática 

latente en el distrito. 

 El segundo instrumento es la guía de entrevista, la misma que se aplicó en el distrito de 

Ventanilla, como sede de la dirección de defensa pública y acceso a la justicia del Ministerio 

de Justicia. Con el fin de lograr la viabilidad de la propuesta que comprende las 

recomendaciones, conclusiones y el cumplimiento de los objetivos trazados desde un 

comienzo en la presente investigación. 

El tercer instrumento es la ficha de análisis documental que comprende el instrumento de las 

fuentes doctrinales, la misma que se utilizó en el ámbito internacional como Moore, et al. 

(2018) quienes hicieron referencia a la problemática y sus causas como ejemplo para 

siguientes investigaciones, y en el ámbito nacional tales como Ramírez (2018), quien 

manifestó la deficiencia que existe en la supervisión de la defensa pública, como sub 

categoría de la defensa técnica del imputado.  

Así también como la ficha de fuente normativa, en el ámbito nacional se materializó en la 

ley N° 29360, norma que corresponde a la institución de la defensa pública, donde se analizó 

aquel articulado que comprende las subcategorías de la defensa técnica del imputa en 

 

2.6 Método de análisis de información 



16 
 

relación a la propuesta de la responsabilidad civil del defensor público penal frente al 

imputado. Y por último la ficha de jurisprudencia peruana emitida por el tribunal 

constitucional a través del expediente N° 03989-2014-PHC/TCLA LIBERTAD, en la que 

se detalló la demanda constitucional interpuesta por Pedro Pablo Vargas Abanto referido a 

la vulneración de los derechos al debido proceso, de defensa, a la libertad personal entre 

otros, así como en el ámbito internacional que refirió la jurisprudencia colombiana en razón 

a identificar la vulneración del derecho de defensa por la corte constitucional de Colombia. 

En conclusión, los datos recopilados de los tres instrumentos se realizaron de forma 

interpretativa en razón a las categorías y sub categorías. Es de señalarse que se tuvo en cuenta 

los siguientes métodos, tales como el método inductivo que comprende el razonamiento o 

análisis, partiendo de la realidad observada en el campo laboral con el fin de arribar a las 

conclusiones y recomendaciones que planteadas al final de la presente investigación; y el 

método cualitativo que se manifestó en la completa realización de la investigación 

(Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p. 514). 

En ese sentido la presente tesis se elaboró en base a una idea problemática notoria en el 

ejercicio de la defensa técnica por parte del defensor público penal, demostrándose la 

objetividad, porque son datos que se evidencian en la realidad delimitada. Asimismo, se 

aplicó los lineamientos brindados por la Universidad Cesar Vallejo, implicando éstas, la 

adecuación de la información obtenida a las normas del manual APA, tanto para la citación 

en el desarrollo de la investigación como en la redacción de las referencias bibliográficas, 

en el marco del respeto de valores éticos, propiedad intelectual y la privacidad de los 

entrevistados que participaron y validaron la información consignada (Hernández, 

Fernández y Baptista, 2014, p. 407). 

 

 

 

 

 2.7 Aspectos éticos 
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III. RESULTADOS  

Teniendo en cuenta la aplicación de los instrumentos de recolección de información, 

empezamos a describir la información recabada mediante la guía de entrevista en los 

siguientes párrafos. 

De las entrevistas realizadas en relación al objetivo general “Determinar de qué manera la 

defensa técnica del imputado incide en la responsabilidad civil del defensor público en 

Ventanilla 2018-2019”, se desprende las siguientes preguntas: En torno a la pregunta 1, que 

refiere “Teniendo en cuenta la función que cumple el defensor público penal en la defensa 

eficaz del presunto culpable, en ese sentido, ¿De qué manera la defensa técnica del imputado 

incide en la responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019?”, la 

mayoría de los entrevistados manifiestan la incidencia de manera directa cuando se trate de 

una defensa técnica ineficaz bajo el actuar negligente del defensor público penal, causando 

perjuicio al imputado, de modo que, al observar los resultados de tal defensa, se atribuirá 

responsabilidad civil al defensor público penal o se daría una salvedad para eximirse de tal. 

Aunado a ello, señalan que debe considerarse tiempo prudente para que el defensor prepare 

su estrategia y de lectura a los actuados; cuando se trate de audiencias notificadas 

repentinamente o audiencias por defensa necesaria. 

En función a la pregunta 2 que indica “¿Cómo cree usted que la defensa técnica del imputado 

incide en la protección del debido proceso penal en el marco del nuevo código procesal 

penal?”, los entrevistados coinciden que la defensa técnica del imputado forma parte de un 

debido proceso en busca de tutela jurisdiccional efectiva, siendo aquel defensor quien deberá 

velar por los derechos y el respeto de las garantías del imputado en etapa de investigación 

preliminar, preparatoria, intermedia, juicio y ejecución. Por lo que se cautela el derecho del 

imputado, cuando se evidencia un conocimiento de los hechos, objeto de pronunciamiento, 

garantizando el principio acusatorio, que origina el código procesal penal vigente. 

Respecto a la pregunta 3 que señala “¿Considera usted que la responsabilidad civil del 

defensor público penal frente al imputado debería darse de forma directa, teniendo en cuenta 

el actuar culposo en perjuicio de su patrocinado, (ya sea omitiendo la información o siendo 

negligente al momento de emplear los medios de defensa técnicos, entre otros)? ¿Por qué?”, 

la mayoría de los entrevistados señalan estar de acuerdo con que la responsabilidad civil del 

defensor público penal sea directa al detectarse el actuar negligente por defensa técnica 
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ineficaz, e incluso se incluya por dolo. De esa manera se da una solución oportuna ante una 

actuación deficiente garantizándose la labor del Estado de brindar un servicio de calidad. Sin 

embargo, algunos de los entrevistados, evidencian que en los casos en que se actúa por 

defensa necesaria, resulta difícil atribuir responsabilidad civil al defensor, sino a la entidad 

que lo representa, ya que la administración debe procurar por llevar a cabo y asignar al 

defensor, y al no tener un tiempo idóneo para conocer el caso, no podrá desempeñarse de 

forma eficaz, por lo que debe considerarse el criterio solidario en la responsabilidad civil.  

Respecto al objetivo específico 1 que alude: “Determinar de qué manera el principio de 

independencia funcional se relaciona en la responsabilidad civil del defensor público penal 

en ventanilla 2018-2019”, se realizaron las siguientes preguntas: En función a la pregunta 4 

“Atendiendo la finalidad del servicio de la defensa pública penal en el imputado ¿De qué 

manera el principio de independencia funcional se relaciona en la responsabilidad civil del 

defensor público penal en ventanilla 2018-2019?”,  la mayoría de los entrevistados 

identifican la relación sustancial del principio de independencia funcional ante una actuación 

negligente del defensor público penal, considerando su participación desde el inicio de la 

investigación, podría tener una estrategia errada y como este es un acto autónomo, debería 

analizarse caso en concreto para advertir falencias. Adicionalmente se manifiesta una crisis 

de la defensa pública que no es bien vista, pero, con los nuevos cambios en el ámbito de 

justicia se pretende recuperar la confianza de la ciudadanía. Por su parte se selecciona como 

ejemplo, aquel caso bajo un procedimiento RIPA, encontrándose el defensor doblemente 

obligado, dado que la situación socioeconómica del imputado no se encuadra en situación 

de vulnerabilidad por lo que deberá pagar los honorarios de los defensores públicos, por lo 

que en esos casos puede configurar la responsabilidad civil, sin forzarse la figura.  

Respecto a la pregunta 5 que señala: “¿Diga usted como el principio de independencia 

funcional del defensor público penal incide de forma negativa en la elaboración de la 

estrategia de defensa eficaz para el imputado?”, la mayoría de los entrevistados, consideran 

que al detectarse inconsistencias en el ejercicio de la defensa técnica y se genere perjuicio al 

imputado por la falta de diligencia, dicho principio incide de forma negativa. Tales 

actuaciones negligentes se enmarcan, por ejemplo; al no ser una estrategia idónea o adecuada 

para el caso, la falta de conocimiento del caso en concreto o las etapas y actuaciones que 

corresponde a cada una de ellas, dentro del proceso penal ya sea del antiguo o nuevo código 

procesal penal. Asimismo, refieren que la afectación puede surgir como consecuencia de los 
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cambios constantes que se producen, lo que determina que no siempre el mismo abogado 

sea quien conozca el caso de principio a fin. Por lo que la actuación del defensor público va 

de la mano con la administración que la dirige. Por otro lado, señalan que no incidirá de 

forma negativa, si el defensor es quien conoce mejor el caso y está capacitado para diseñar 

la mejor estrategia de defensa y cada sujeto procesal asume un rol en el N.C.P.P.  

 

En función a la pregunta 6 que indica: “Teniendo en cuenta que el defensor público penal es 

considerado un servidor público, ¿Diga usted, que alcance tiene la responsabilidad civil del 

defensor público penal frente al Estado y cómo ello beneficia al particular en el marco de 

protección del objeto del Derecho penal? La mayoría de los entrevistados, manifiestan que 

resulta importante la determinación del hecho que sería pasible de responsabilidad civil 

como consecuencia inmediata del daño. Por lo sería necesario reglamentar dicha 

responsabilidad, a favor del imputado, teniendo en cuenta que quien ocasiona el daño, debe 

responder frente al perjudicado. Por un lado, indican que la responsabilidad civil frente al 

Estado no beneficia al imputado. Por otro lado, manifiestan que la actuación del defensor 

implica responsabilidad penal y administrativa toda vez que es pasible de resolución de 

contrato. 

Aunado a ello, lo establecido por la Contraloría sobre responsabilidad civil se enmarca 

dentro de su accionar como servidor no como defensor público. Asimismo, al no beneficiar 

al particular, detectarse inconsistencias en el ejercicio de la defensa técnica, generando 

perjuicio al imputado por la falta de diligencia; el principio de independencia funcional 

incide de forma negativa.  

Finalmente, respecto al objetivo específico 2 que indica: “Determinar de qué manera la 

supervisión en la defensa pública incide en la responsabilidad civil del defensor público 

penal en ventanilla 2018-2019.”, se realizaron las siguientes preguntas: Respecto a la 

pregunta 7, se señala “¿Precise usted de qué manera la supervisión en la defensa pública 

incide en la responsabilidad civil del defensor público penal y como debería enfocarse para 

la defensa técnica eficaz del imputado en ventanilla 2018-2019?”  La mayoría de los 

entrevistados, señalan que la supervisión incide de forma definitiva, ya sea para no incurrir 

en responsabilidades, así como para detectar inactividad por parte del defensor de modo que 

trate de cambiar su actuar y se esfuerce más. Asimismo, debería enfocarse en la calidad del 
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servicio en el sentido de observarse los resultados de la defensa y poner en conocimiento 

serias dificultades que respectan a las notificaciones a último momento. Adicionalmente, se 

explica la incidencia de la supervisión a través de la queja formulada por los usuarios, en ese 

sentido el procedimiento administrativo a favor del quejoso y con tal resolución favorable 

pueda iniciar una demanda de responsabilidad civil. Aunado a ello, es necesaria la 

supervisión, en la manera que prevenga la responsabilidad civil, debiéndose enfocar en 

criterios e índices de calidad, logrando así resultados óptimos para salvaguardar los intereses 

de los justiciables. 

Respecto a la pregunta 8, “¿Precise usted si estaría de acuerdo con que se realice la 

supervisión en la defensa pública y control en la actuación del defensor público penal, 

considerando, los lineamientos que establece la norma sobre defensa técnica eficaz y la 

opinión del usuario imputado del servicio brindado?” la mayoría de los entrevistados, 

manifiestan estar de acuerdo con que se realice la supervisión y control en base a los 

lineamientos de defensa técnica eficaz y la opinión del imputado, para detectar errores del 

servicio brindado por el defensor público penal, así como el caso de OCMA y ODECMA. 

Sin embargo, señalan que debería exigirse al poder judicial que cumpla con notificar de 

forma oportuna a fin de que pueda realizar de forma eficiente su trabajo, asimismo, la 

especialista menciona que no es necesario porque los usuarios no conocen el Derecho 

teniendo una percepción distinta a la del defensor. 

Por último, se tiene la pregunta 9 que señala “¿Qué factores posibilitan e impiden la 

configuración de la responsabilidad civil del defensor público penal frente al imputado?”  la 

mayoría de los entrevistados, explican distintos factores que impiden la configuración de 

responsabilidad civil del defensor público penal como la defensa eficiente en todas las 

diligencias, la supervisión para corregir de esa manera la mala actuación, el apoyo del 

imputado para con su caso, la carga laboral y el desconocimiento de éste para accionar y 

presentar la demanda. Dentro de los factores que posibilitan se debe tener en cuenta la falta 

de precisión y claridad de la norma sobre responsabilidad civil del servidor; y al no 

encontrarse prohibida, debería existir un pronunciamiento de la autoridad competente en 

razón de la protección del usuario afectado. 

Descripción de las fichas documentales 

Se describirán las fuentes que corresponde a jurisprudencia, normativa o doctrina, de 

acuerdo los objetivos de la investigación. En ese sentido, se pasa a exponer en los siguientes 
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párrafos. 

 

Respecto al objetivo general; se tiene el Auto del Tribunal Constitucional de fecha 

10/08/2015, en LA LIBERTAD – TRUJILLO bajo el Expediente N° 03989-2014-PHC/TC, 

mediante el cual, se detalla el caso de un usuario que demanda agravio constitucional contra 

la mala actuación del defensor público penal que lo asistió, siendo tal decisión adoptada por 

el Tribunal Constitucional,  un reinicio al proceso, generando mayores gastos 

administrativos para el Estado y para el usuario, y un estado de espera e incertidumbre en 

conocer la nueva decisión  del juez, así como obtener una resolución oportuna para el usuario 

afectado por tal defensa.  

 

Asimismo, La 9na disposición final de la Ley N° 27785 - Ley Orgánica del Sistema Nacional 

de Control y de la Contraloría General de la República, denota ambigüedad y ausencia de 

claridad de los supuestos en que se basa tal responsabilidad o cuando aquella beneficia al 

administrado quien es aquel que está en situación de desventaja ante la administración 

pública.  

Aunado a ello, la CIDH mediante la sentencia del 15/10/2019 en el caso Girón y otro Vs. 

Guatemala, reafirma los criterios en los que la defensa pública, debe enfocarse por lo que 

debe dejarse de lado su simple asignación para llevar a cabo una audiencia improrrogable, 

considerando su nombramiento como simple formalidad, sino su actuar debe enmarcarse en 

los parámetros de la diligencia y las garantías procesales del acusado. 

Respecto al objetivo específico 1, se tiene la opinión del catedrático Juan Monroy Gálvez, 

cuya conceptualización de independencia del abogado, al materializarse en la práctica 

jurídica, lograría un mayor compromiso por parte del defensor público en la defensa de casos 

con diligencia y eficacia. De tal forma que a su libre criterio, adopte una mejor solución para 

su patrocinado. 

Respecto al objetivo específico 2; el Artículo 26-B del Decreto Supremo N° 009-2019-JUS, 

manifiesta que la supervisión en la defensa pública puede ser de forma ordinaria, es decir, 

aquellas supervisiones que están programas a realizarse de forma anual o de forma 

extraordinaria, cuando al monitorear por el sistema evidencian inactividad o existen quejas 

de la dirección distrital para un defensor público, es así que reciben las visitas inopinadas. 
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IV. DISCUSIÓN 

 

A partir de los resultados obtenidos de la aplicación de la guía de entrevista y guía de análisis 

documental, se puede analizar que la defensa técnica del imputado incide de manera directa 

y determinante en la responsabilidad civil del defensor público penal, cuando el trabajador 

del Estado efectúa una defensa técnica ineficaz, bajo un actuar negligente, causando 

perjuicio al imputado. Considerando que la defensa técnica del imputado forma parte de un 

debido proceso, en ese sentido, aquel defensor debe velar por el respeto de las garantías del 

imputado, en todas las etapas del proceso penal. En ese sentido debe conocer la ley y el 

derecho, asimismo, la regulación y mayor precisión de la figura de responsabilidad civil del 

servidor, garantiza la labor del Estado de brindar un servicio de calidad.  

 Aunque la  9na disposición final de la Ley N° 27785 - Ley Orgánica del Sistema Nacional 

de Control y de la Contraloría General de la República, no establezca la figura de 

responsabilidad civil cuando se ocasione serios perjuicios al imputado,  resulta notorio que 

la propia norma denota ambigüedad y ausencia de claridad de los supuestos en que se basa 

la responsabilidad civil contractual del servidor o funcionario hacia el Estado. En ese sentido, 

resulta transcendental, lo referido por la CIDH mediante la sentencia del 15/10/2019 en el 

caso Girón y otro Vs. Guatemala, reafirma los criterios en los que la defensa pública, debe 

enfocarse por lo que debe dejarse de lado su simple asignación para llevar a cabo una 

audiencia improrrogable, considerando su nombramiento como simple formalidad, sino su 

actuar debe enmarcarse en los parámetros de la diligencia y las garantías procesales del 

acusado. 

 Los resultados guardan estrecha relación con la investigación de Moore, et al. (2018), quien 

refiere que uno de los problemas más comunes sobre la defensa pública, se enmarca en la 

ausencia de calidad en la comunicación abogado- cliente, la falta de información probatoria 

y la adopción de estrategias para mejora en el ejercicio de la defensa. Asimismo, Jimeno 

(2010) manifiesta que el programa de Estocolmo, enfoca al derecho de defensa como un 

valor fundamental dentro del proceso penal. En la que los prisioneros inocentes, 

erróneamente encarcelados por el ejercicio ineficaz de la actividad de un abogado, necesitan 

ser capaces de hacer valer reclamaciones de responsabilidad civil en virtud de la ley estatal. 

Aunado a ello, Neyra (2010) manifiesta, no ser suficiente el cambio del nuevo código 

procesal penal, para lograr la equidad y eficacia del proceso penal. Siendo necesario, el 
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respeto en forma detallada de la norma y las garantías del sistema procesal, emanadas de la 

constitución por los sujetos procesales. Además, Matefi y Ionas (2010) señalan que, en 

Rumanía, el letrado que ocasione perjuicio a su patrocinado, incurrirá en responsabilidad 

civil. No solo por la pérdida del juicio sino por aquellas obligaciones que tiene sobre la 

asistencia jurídica. 

Tal información coincide con el estudio de Villalobos (2018) quien refiere que la defensa 

pública no resulta del todo eficaz, debido a que se asume la defensa en un estado procesal 

en el que ya no se puede acopiar las pruebas y con la falta de iniciativa, manifiesta, la defensa 

se convierte en una simple formalidad. En dicha línea de pensamiento, la investigación de 

Zúñiga (2015) manifiesta, la presencia del abogado, lejos de ser una formalidad, resulta 

indispensable en las diligencias del proceso, convirtiéndose en un deber del Estado, el 

garantizar tal derecho a través de la asistencia y patrocinio de un letrado capacitado de forma 

adecuada ante cualquier requerimiento de protección. Ante ello, Chaparro (2014) indica que 

las resoluciones judiciales que ponen fin a una instancia en materia de responsabilidad civil 

del letrado, cautelan el ejercicio de la defensa para proteger los intereses del particular que 

solicita sus servicios, otorgándose un monto dinerario a fin de reparar, una vez cumplidos 

los requisitos de responsabilidad civil. 

En ese orden de ideas, la investigación demuestra que el problema de la defensa técnica del 

imputado existe a nivel nacional e internacional, a través del estudio de diversos juristas. Por 

lo que, requiere de una solución preventiva y reparadora, y esa misma, resulta ser la 

responsabilidad civil del defensor público penal, ante ello, su aplicación mediante técnica 

legislativa contribuye a la mejora del servicio de la defensa pública penal en la coyuntura 

local, nacional e internacional. En consecuencia, la propuesta que se pretende emplear 

mediante la presente tesis, se encuadra en los parámetros de la metodología - tipo de estudio 

aplicada. 

 

Asimismo, de los resultados de la guía de entrevista, se puede determinar la relación 

sustancial del principio de independencia ante una actuación negligente del defensor público, 

que genere responsabilidad civil, debiendo analizarse caso en concreto para advertir 

inconsistencias en el ejercicio de la defensa como la ausencia de diligencia. Por lo que su 

incidencia será de forma negativa en la elaboración de estrategia de defensa ya sea activa o 
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pasiva, agregándose a tal problema, la falta de conocimiento de la ley y el derecho; y los 

constantes cambios de abogados en las diligencias que notifican. Adicionalmente la 

regulación que existe sobre responsabilidad civil del servidor o funcionario es frente al 

Estado y ello no beneficia al imputado frente a perjuicios en caso concreto, del mismo modo 

que tal responsabilidad es como servidor público y no como defensor público, por lo que 

debe regularse la responsabilidad civil extracontractual de dicho defensor así pueda el 

perjudicado demandar.  

Reforzando la figura de la independencia del abogado, el jurista Monroy Gálvez 

conceptualiza la independencia del abogado, materializándose en la práctica jurídica, un 

mayor compromiso por parte del defensor público en la defensa de casos con diligencia y 

eficacia.  

Es por ello que los resultados se encuentran corroborados con la investigación de Chancosa 

(2016) quien señala la importancia de desempeñar una labor a favor del usuario, para el 

ejercicio eficaz del derecho de defensa. Encontrándose de por medio el derecho a la libertad 

de locomoción, se exige el cumplimiento de las garantías del debido proceso en el 

desempeño de sus funciones. No obstante, Richard (1994) indica que en los EE. UU, la 

inmunidad reflejada en la independencia funcional, otorgada para el defensor público gira 

en torno al cumplimiento de los deberes, por lo que, al ser defensores pagados por el Estado 

deben estar sujetos a responsabilidad civil por negligencia, para recuperar de alguna forma 

esos daños por mala praxis. En ese sentido Dolan (2000) alude que, en Los Ángeles, el 

defensor público cuya conducta causa la condena de un hombre inocente puede ser 

considerado responsable por mala praxis legal y por tanto ser demandado por negligencia. 

Siendo los condados quienes asuman el costo de la las indemnizaciones. 

Con respecto a lo antes mencionado, coincide con el estudio de Bozzo y Ruz (2019) quienes 

concluyen que la independencia del abogado dependerá del régimen laboral al que pertenece, 

y su responsabilidad por negligencia de acuerdo a ley, tendrá implicancias de forma directa 

si la relación con el usuario se dio de la misma manera. De lo contrario responderá la empresa 

o entidad bajo la cual el abogado se organiza. Aunado a ello, el estudio de Valencia (2018) 

hace referencia el artículo 39 de la ley 1123 del 2007, en materia disciplinaria, la que 

manifiesta conductas que entrañan falta de independencia profesional, quizá el principal 

deber que genera la dignidad de la profesión, por lo que se exige el conocimiento del derecho, 

al ser implícita su responsabilidad frente al particular. Del mismo modo, Roca (2016) 
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concluyó que la vinculación entre administrado y Estado no se basa en criterios contractuales 

como sucede en la relación entre Estado y servidor, dado que, tanto jurisprudencia como la 

Ley 27785 en su 9na disposición, conceptualizan la responsabilidad civil de tal persona 

frente al estado de manera contractual y solidaria por daños patrimoniales que serán objeto 

de reparación. 

Al respecto, queda demostrado el diseño interpretativo que los investigadores emplearon 

para opinar sobre la independencia funcional que cualquier letrado ya sea público o privado, 

debe aplicar de forma diligente y eficiente. En concordancia con lo manifestado por los 

entrevistados, que denotan el carácter cualitativo de la presente tesis y la postura jurídica, 

garantista e innovadora basada en la Teoría Fundamentada.  

 

Por otro lado, de los resultados obtenidos se determina que La supervisión en la defensa 

pública incide de forma definitiva en la responsabilidad civil del defensor público penal, 

para detectar inactividad del defensor (hecho generador de daño), de tal manera que se 

configure la responsabilidad civil que se propone. Debiéndose enfocar la supervisión en la 

calidad del servicio a través de la observación de los resultados de defensa. Basándose en 

los lineamientos de defensa técnica eficaz y la opinión del usuario, para con ello advertir 

falencias y proponer alternativas de solución. Por otro lado, dentro de los factores que 

impiden la configuración de responsabilidad civil del defensor público penal giran en torno 

a que el defensor se desempeñe con diligencia y la supervisión se efectué con eficiencia. 

Aunado a ello, los factores que facilitan se encuadran en la no prohibición de ninguna norma 

sobre el tema central. 

Del análisis normativo nacional se tiene el Artículo 26-B del Decreto Supremo N° 009-2019-

JUS, que expresa la supervisión en la defensa pública, siendo de forma ordinaria, es decir, 

aquellas supervisiones que están programas a realizarse de forma anual o de forma 

extraordinaria, cuando al monitorear por el sistema evidencian inactividad o existen quejas 

de la dirección distrital para un defensor público, es así que reciben las visitas inopinadas. 

Lo indicado precedentemente, es acorde a la doctrina de Ross and Manchester (2002) 

quienes hacen referencia a los principios básico de la defensa pública en EE. UU de 

Norteamérica, siendo una de ellas, la exigencia de inspeccionar la cantidad de casos llevados 

por el abogado defensor. Debiendo los defensores ser supervisados de forma permanente, 
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evaluado de acuerdo a su competencia y carga laboral adquirida, en el marco de las 

normativas vigentes nacionales. Asimismo, según Ramírez (2018), la supervisión se enfoca 

en un ámbito administrativo, velando por el orden en la administración de casos por parte 

del servidor. Asimismo, dicha fiscalización se realiza ya sea una o dos veces al año, por 

medio de un responsable supervisor de acuerdo a la normativa vigente, demostrando con ello 

la falta de eficiencia como factor integrante del lineamiento de calidad. Aunado a ello, 

Primus (2017) señala que casi la mayoría de estadounidenses acusados no tienen recursos 

económicos para contratar a un abogado. Por lo que todos los abogados defensores deben 

ser evaluados regularmente, de acuerdo a los parámetros establecidos y deben recibir 

retroalimentación sobre cómo mejorar. 

En ese sentido, para la tesis de Palomino (2014) se concluye que la regulación peruana de 

responsabilidad civil del abogado resulta perjudicial para el propio agraviado al encontrarse 

difícil de probar la culpa inexcusable, para demandar una indemnización. Por lo que Fix y 

Suarez (2015) en su investigación concluyen que el problema no se eliminará con 

supervisiones o visitas de evaluación interna, por lo que resulta indispensable que, quienes 

se encarguen de evaluar la calidad de servicio, sean el poder legislativo y ejecutivo a través 

de un proyecto con la intervención de los miembros de la sociedad civil, estableciendo 

lineamientos para evaluar y controlar su seguimiento. Aunado a ello, Vilela (2018) en su 

investigación concluye, que la redacción de la LPAG, manifiesta responsabilidad 

patrimonial de la administración pública, cuando aquellos daños se producen como 

consecuencia de la prestación directa del servicio; y además por omisión en las funciones a 

las que está destinada a cumplir a efectos de prestar el servicio, con independencia de la 

responsabilidad del funcionario a quien se le podría imputar daño de manera personal. 

 

Finalmente, la aplicación de las técnicas e instrumentos, permitieron obtener información 

respecto a este objetivo, en tanto, los entrevistados opinaron sobre la problemática y  la 

propuesta de solución que se pretende aplicar. Mientras que los juristas, mostraron su 

perspectiva para la mejora del servicio de la defensa pública. En ese sentido su aporte resultó 

relevante para su aplicación. 
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V. CONCLUSIONES 

 

1. La defensa técnica del imputado incide de forma directa y positiva en la 

responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019, en tanto la 

problemática sobre defensa ineficaz por actuar culposo o doloso sea corroborada y se 

cumplan los elementos comunes que caracterizan la responsabilidad civil. Si bien es cierto 

el defensor público penal responde en el ámbito administrativo disciplinario, por cuanto la 

ley N° 29360, norma del servicio de la defensa pública y su reglamento, lo establecen de tal 

manera.  De la misma manera al ser un servidor público su responsabilidad se rige por la 9na 

disposición final de la Ley N° 27785. Sin embargo, las quejas, que son el documento con el 

que se inicia un procedimiento administrativo disciplinario en la entidad misma, no son 

suficientes para lograr un cambio de conducta o mejora en el servicio. Aunado a ello, la 

administración es quien debe procurar lo más favorable posible en los casos por defensa 

necesaria, dando lugar a que el defensor elija, por el caso que tiene más conocimiento, 

criterio que debe evaluarse para evitar vulneración a la defensa técnica eficaz. 

 

2. La relación entre el principio de independencia funcional se relaciona de forma 

sustancial en la responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019, 

por cuanto el defensor público penal utilice de manera arbitraria esta facultad, para omitir su 

obligación de ejercer una defensa técnica eficaz, ya sea por ausencia de conocimiento de la 

ley y el derecho, a pesar de recibir constantes capacitaciones. Y en aquellos supuestos en los 

que exista inactividad de función para impedir una posible condena, configurándose de esta 

forma, el hecho generador de daño. 

 

3. La supervisión en la defensa pública incide de forma definitiva y relevante para la 

responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019, en función a ser 

una de las formas para detectar inactividad por parte del defensor público e iniciar un 

procedimiento administrativo disciplinario, a través de la solicitud presentada por el quejoso. 

Asimismo, considerando que, si la supervisión en la defensa pública es eficiente y se basa 

en lineamientos de calidad, se evitaría la atribución de responsabilidades en todos los 

ámbitos. Teniendo en cuenta que, para la configuración de la responsabilidad civil, la culpa 

incidirá como factor de atribución. 
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VI. RECOMENDACIONES 

 

1. Se recomienda a los interesados sobre el tema, enfocarse en la protección del 

administrado o usuario de los servicios públicos que demandan mayor diligencia. En el 

presente caso, se recomienda aplicar una propuesta de solución, mediante técnica legislativa, 

la misma que consiste en la regulación de responsabilidad civil del defensor público penal, 

de la siguiente manera: En el código civil, a través de la incorporación en el artículo 1969°: 

“Art. 1969.- Indemnización de daño por dolo o culpa, correspondiente a responsabilidad 

civil extracontractual. 

 

(…). Rigen, además, aquellos supuestos en los que no existen vínculos contractuales de 

forma directa en la prestación de algún servicio, en cuanto aquel servidor público, se 

rige por las reglas de esta responsabilidad, frente al perjudicado por su actuar dañoso”. 

En el código procesal civil, a través de la incorporación del sub capítulo 6° responsabilidad 

civil del defensor público como pretensión nueva, para demandar en la vía abreviada se 

pretende innovar de la siguiente manera: “Art. 540.- Procedencia  

El defensor público es civilmente responsable cuando en el ejercicio o inactividad de 

sus deberes señalados en su normativa y reglamento correspondiente, causa daño a su 

patrocinado, al actuar con dolo o culpa, sin perjuicio de la sanción administrativa o 

penal que merezca”. 

2. De la investigación realizada, se recomienda el análisis de cada caso en concreto, 

para identificar la responsabilidad civil del defensor público penal proveniente de un 

arbitrario ejercicio de independencia funcional del servidor, por tanto, se debe incluir en el 

artículo tres de la ley N° 29360- ley del servicio de la defensa pública: “b) Independencia 

funcional-   

[…] Las instrucciones generales que dicte la Dirección General de Defensa Pública del 

Ministerio de Justicia se imparten únicamente con el propósito de lograr mayor eficacia en 

el acceso a la justicia y mejor organización del sistema de defensa. Teniendo en cuenta que 

su actuación arbitraria será pasible de responsabilidad civil o administrativa”. 

3. Respecto a la supervisión en la defensa pública penal se pretende la incorporación de 

un supuesto al literal b) del artículo 26-A.1 Supervisor/a de Defensa Penal del reglamento 

de la ley N° 29360.   Son funciones del/la Supervisor/a de Defensa Penal, las siguientes: b) 

Monitorear y controlar, considerando, además, la opinión del usuario, para brindar la 

defensa técnica de manera oportuna, leal, eficiente, eficaz y gratuita en materia penal (…)” 
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ANEXOS 

ANEXO N° 1: MATRIZ DE RESULTADOS 

 

RESULTADOS DEL  OBJETIVO 

GENERAL 

  

P1   

 Teniendo en cuenta la 

función que cumple el 

defensor público penal 

en la defensa eficaz del 

presunto culpable, en 

ese sentido, ¿De qué 

manera la defensa 

técnica del imputado 

incide en la 

responsabilidad civil 

del defensor público 

penal en ventanilla 

2018-2019? 

 

 

P2 

¿Cómo cree usted que la 

defensa técnica del 

imputado incide en la 

protección del debido 

proceso penal en el marco 

del nuevo código procesal 

penal? 

 

P3 

 ¿Considera usted que la 

responsabilidad civil del 

defensor público penal 

frente al imputado debería 

darse de forma directa, 

teniendo en cuenta el 

actuar culposo en perjuicio 

de su patrocinado, (ya sea 

omitiendo la información o 

siendo negligente al 

momento de emplear los 

medios de defensa 

técnicos, entre otros)? ¿Por 

qué? 

 

 

S1 

 

Incide en forma 

directa, porque al tener 

una defensa eficaz que 

conlleva a una 

absolución, se exime 

de responsabilidad 

civil al imputado y la 

responsabilidad de la 

defensa al defensor. 

 

 

 

Incide en forma integral, 

porque con una defensa 

eficiente y eficaz se 

protege el debido proceso 

y la tutela jurisdiccional. 

 

Efectivamente debería 

darse de forma directa y no 

solo por el actuar culposo 

sino también por el actuar 

ineficaz e ineficiente. 
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S2 

 

Incidirá cuando por su 

accionar negligente 

causará un daño, sin 

embargo, a la fecha 

desconozco la 

existencia de algún 

caso en particular. 

 

Incide de manera 

trascendental, porque es 

este profesional, el 

llamado a velar por los 

derechos y garantías del 

imputado dentro del 

proceso penal, más aún 

tratándose de un sistema 

acusatorio adversarial. 

 

 

No considero que debería 

darse en forma directa, 

debería darse a través del 

organismo del que son 

parte defensa pública del 

ministerio justicia y 

derechos humanos. 

 

S3 

 

El defensor público 

que no hace una 

defensa eficaz conlleva 

a una sentencia 

condenatoria y el pago 

a una reparación civil 

del imputado- acusado. 

 

La defensa técnica que 

realiza una defensa eficaz 

en aras de buscar una 

tutela jurisdiccional 

efectiva de su patrocinado 

garantiza el debido 

proceso. 

 

Muchas  veces, el defensor 

público asume una defensa 

técnica necesaria, en ese 

sentido, al no tener un 

contacto directo con el 

imputado no tendría 

"insumos" para 

materializar de manera 

eficaz un medio técnico de 

defensa, por lo tanto 

considero que no debería 

tener una responsabilidad 

directa. 

 

 

S4 

 

Incide en un punto 

negativo, cuando no 

asiste a las audiencias 

y es el defensor 

público quien tiene 

que asistir a las 

audiencias 

inmediatamente sin 

muchas veces estudiar 

los casos o carpetas 

fiscales, o sea tiene 

que salvar el momento 

de la situación. 

 

 

Considero que si incide en 

la protección del debido 

proceso penal; 

defendiendo las garantías 

y derechos 

constitucionales, garantías 

fundamentales del 

investigado. 

 

Considero que el defensor 

público penal siempre debe 

de ir con la verdad con su 

patrocinado y señalarle los 

alcances que puede realizar 

con su defensa y no omitir 

o guardar información para 

su patrocinado. 

 

S5 

 

Incide en la forma 

como o qué estrategia 

realiza el defensor 

público para el éxito 

 

La defensa técnica 

garantiza el debido 

proceso penal durante el 

desarrollo de la 

 

Si, porque el estado 

contrata al defensor 

público a fin de que realice 

una defensa eficaz con 
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del caso y la 

responsabilidad civil 

es como una medida 

de coerción. 

 

investigación y/o proceso 

penal. 

todas las facultades que el 

código penal lo otorga. 

 

S6 

 

La defensa técnica 

eficaz incidirá en los 

resultados del usuario 

y si estos resultados 

son negativos, influiría 

en la responsabilidad 

del defensor público 

penal. 

 

Garantiza el principio 

acusatorio del código 

procesal penal. 

 

Si para garantizar la 

respuesta eficaz del estado 

ante una mala actuación 

del defensor en perjuicio 

del estado. Siendo una 

respuesta rápida. 

 

S7 

 

Ejerciendo una 

defensa ineficaz no 

ciñéndose a los 

parámetros que 

establece el nuevo 

modelo procesal penal, 

con respecto al debido 

proceso y tutela 

jurisdiccional efectiva. 

 

Al criterio del suscrito, 

más que una 

responsabilidad civil debe 

ser una responsabilidad 

administrativa en razón de 

que debe distinguirse la 

defensa pública y defensa 

privada, ya que la defensa 

pública es gratuita y no 

existe contraprestación 

directa del usuario más 

bien hacia el estado. 

 

 

 

 

La defensa técnica se rige 

bajo la justicia penal y 

derechos que le asisten al 

procesado en el marco del 

juicio oral público y 

contradictorio, lo que 

enmarcaría en una defensa 

eficaz tanto a nivel de 

investigación preliminar, 

preparatoria, intermedia y 

juicio. 

 

S8 

 

Los abogados de la 

defensa publica 

pueden asumir el 

patrocinio de 

investigados a través 

de la designación a 

través de una defensa 

eficaz ante la ausencia 

del abogado de su libre 

elección. En 

cualquiera de los dos 

supuestos, siempre 

debe cautelar ejercer 

una defensa eficaz a 

los intereses de su 

 

El nuevo modelo cuya 

herramienta es la oralidad, 

constituye un reto para las 

defensas entre ellas la 

defensa pública quienes 

deben acudir a las 

audiencias con un 

conocimiento de los 

hechos objeto de 

pronunciamiento, es 

cautelando esa 

responsabilidad como un 

abogado defensor va 

cautelar al derecho del 

imputado y es más hay 

 

Si, considero que si 

incurriría en 

responsabilidad civil ante 

una mala praxis del 

derecho, siendo 

responsables solidarios, la 

institución para la cual 

trabajan que es el 

ministerio de justicia quien 

debe realizar correctas 

selecciones de abogados. 
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patrocinado 

requiriendo se le 

otorgue tiempo 

prudente para el 

estudio de los actuados 

para actuar 

diligentemente. 

pronunciamientos 

judiciales y acuerdos 

plenarios distritales que se 

enmarcan a efectos de 

robustecer la defensa 

eficaz, buscando dar 

tiempos oportunos para la 

realización de las 

audiencias. 

 

 

S9 

 

Cuando por culpa o 

dolo el defensor 

público penal con su 

actuar perjudique al 

usuario imputado en su 

defensa, puede 

configurar la 

responsabilidad civil 

del defensor público 

penal. Ya que existen 

problemas de los 

defensores públicos no 

solo en audiencia sino 

también en la 

información que 

proporcionen. 

 

 

 

Es importante porque el 

imputado no tiene 

conocimientos jurídicos 

solo de hecho por eso se 

le otorga el defensor 

público, si no tiene 

privado. Como parte 

integrante del derecho de 

defensa resulta primordial 

que el estado se encargue 

de velar por su 

cumplimiento dentro del 

proceso penal y cuando se 

encuentre en ejecución. 

 

 

Debería ser directa, él es el 

que ejerce la función de 

forma directa la defensa 

por lo que podría darse 

también por dolo y culpa. 

Teniendo en cuenta que en 

audiencias muchas veces 

cometen errores en cuanto 

al ejercicio de la defensa. 

 

S10 

 

Tocando el tema de la 

defensa pública, ello 

indica que tal defensa 

eficaz llevará a los 

resultados propuestos 

obtenidos en base al 

desenvolvimiento de 

su actuación en juicio, 

teniendo en cuenta si 

los resultados son 

negativos podría 

incidir en 

responsabilidad- 

 

 

Porque al comparecer al 

proceso penal la defensa 

debe contestar con 

eficacia la imputación o 

acusación seguida contra 

su patrocinado el nuevo 

modelo procesal reconoce 

el derecho de autodefensa, 

esto es que el acusado 

haga valer su derecho por 

si mismo desde el inicio 

de la investigación hasta 

su culminación, empero 

 

 

Claro que si, pues ello 

garantiza una respuesta 

eficaz  del estado ante una 

mala actuación del 

defensor público, siendo 

ésta una respuesta rápida a 

fin de salvaguardar los 

derechos del acusado. 
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siempre y cuando estas 

hayan sido 

malintencionadas. 

no se pone al alcance del 

acusado los medios 

suficientes para articular 

su autodefensa, muchas 

veces el papel de la 

defensa es trabada y los 

deja sin posibilidades. 

 

 

 

 

Objetivo general 

 

La mayoría de los 

entrevistados 

manifiestan la 

incidencia de manera 

directa cuando se trate 

de una defensa técnica 

ineficaz bajo el actuar 

negligente del 

defensor público 

penal, causando 

perjuicio al imputado, 

de modo que, al 

observar los resultados 

de tal defensa, se 

atribuirá 

responsabilidad civil al 

defensor público penal 

o se daría una salvedad 

para eximirse de tal.  

Aunado a ello, señalan 

que debe considerarse 

tiempo prudente para 

que el defensor 

prepare su estrategia y 

de lectura a los 

actuados; cuando se 

trate de audiencias 

notificadas 

repentinamente. 

 

Los entrevistados 

coinciden que la defensa 

técnica del imputado 

forma parte de un debido 

proceso en busca de tutela 

jurisdiccional efectiva, 

siendo aquel defensor 

quien deberá velar por los 

derechos y el respeto de 

las garantías del imputado 

en etapa de investigación 

preliminar, preparatoria, 

intermedia, juicio y 

ejecución. Por lo que se 

cautela el derecho del 

imputado, cuando se 

evidencia un 

conocimiento de los 

hechos, objeto de 

pronunciamiento, 

garantizando el principio 

acusatorio, que origina el 

código procesal penal 

vigente. 

 

La mayoría de los 

entrevistados señalan estar 

de acuerdo con que la 

responsabilidad civil del 

defensor público penal sea 

directa al detectarse el 

actuar negligente por 

defensa técnica ineficaz, e 

incluso se incluya por dolo. 

De esa manera se da una 

solución oportuna ante una 

actuación deficiente 

garantizándose la labor del 

Estado de brindar un 

servicio de calidad. Sin 

embargo, algunos de los 

entrevistados, evidencian 

que en los casos en que se 

actúa por defensa 

necesaria, resulta difícil 

atribuir responsabilidad 

civil al defensor, sino a la 

entidad que lo representa, 

teniendo en cuenta la 

responsabilidad solidaria. 

Aunque, debe tratarse de 

responsabilidad 

administrativa en razón de 

que la defensa pública es 

gratuita y no existe 

contraprestación directa del 

usuario, sino del Estado. 
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Analizar 

de qué 

manera la defensa 

técnica del 

imputado incide en 

la responsabilidad 

civil del defensor 

público penal en 

ventanilla 2018-

2019. 

 

Análisis: La defensa 

técnica del imputado 

como parte integrante 

del derecho de defensa 

requiere como tal, las 

directrices de defensa 

eficaz y diligencia en 

las actuaciones, por lo 

que la responsabilidad 

civil del defensor 

público penal se 

configurará, a traves 

de la aplicación de los 

elementos; tales como: 

hecho generador del 

daño, relacion de 

causalidad, 

antijuricidad y factor 

de atribución.  Siendo 

la defensa ineficaz un 

criterio para configurar 

tal responsabilidad. 

 

 

En el proceso penal, el 

debido proceso y la tutela 

jurisdiccional efectiva son 

los principios o directrices 

de la administración de 

justicia. Asimismo  la 

Constitución Política del 

Perú,  señala al derecho 

de defensa com parte 

integrante del debido 

proceso, por lo que su 

aplicación resulta 

fundamental a efectos de 

proteger y velar por los 

derechos del imputado. 

 

La responsabilidad del 

defensor público penal se  

tendría que enmarcar en los 

parámetros de la 

Responsabilidad civil 

Extracontractual, al 

pretenderse la forma 

directa para demandar tal 

pretensión. Al ser de esta 

manera, quien debe probar 

que su actuación no fue 

negligente es el defensor 

público penal quien realizó 

tal actuación asi como la 

ausencia de daño, 

sucediendo lo contrario en 

la responsabilidad civil 

contractual que señala la 

CGR para el servidor 

público. 

 

La defensa técnica del imputado incide de manera directa y determinante en la 

responsabilidad civil del defensor público penal, cuando el trabajador del Estado 

efectúa una defensa técnica ineficaz, bajo un actuar negligente, causando perjuicio 

al imputado. Considerando que la defensa técnica del imputado forma parte de un 

debido proceso, en ese sentido, aquel defensor debe velar por el respeto de las 

garantías del imputado, en todas las etapas del proceso penal. En ese sentido debe 

conocer la ley y el derecho, asimismo, la regulación y mayor precisión de la 

figura de responsabilidad civil del servidor, garantiza la labor del Estado de 

brindar un servicio de calidad. 

*Elaborado por la tesista para la presente investigación. 
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RESULTADOS DEL  OBJETIVO 

ESPECÍFICO 1 

 

 

P4 

Atendiendo la 

finalidad del servicio 

de la defensa pública 

penal en el imputado 

¿De qué manera el 

principio de 

independencia 

funcional  se 

relaciona en la 

responsabilidad civil 

del defensor público 

penal en ventanilla 

2018-2019? 

 

 

P5                                                                                                                                            

¿Diga usted como el 

principio de 

independencia 

funcional del defensor 

público penal incide 

de forma negativa en 

la elaboración de la 

estrategia de defensa 

eficaz para el 

imputado? 

P6                                                                                                                                                                                      

Teniendo en cuenta que el 

defensor público penal es 

considerado un servidor 

público, ¿Diga usted, que 

alcance tiene la 

responsabilidad civil del 

defensor público penal frente 

al Estado y cómo ello 

beneficia al particular en el 

marco de protección del 

objeto del Derecho penal? 

S1 

Se relaciona en 

forma funcional y 

proporcional a su 

actuación en el 

discurso de su 

defensa en 

cualquiera de las 

etapas procesal 

penales. 

 

No incide en ninguna 

forma en la defensa de 

un investigado, 

detenido y procesado 

en una investigación 

penal. Pero al 

detectarse 

inconsistencias puede 

incurrir en falta de 

diligencia en la 

defensa técnica al no 

ser una solución 

idónea para el caso. 

 

La responsabilidad civil es 

amplia se tendría que 

determinar qué hecho punible 

realizó y en relación a ello, la 

responsabilidad civil que 

acarrea tal hecho. 
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S2 

 

 

El principio de 

independencia 

funcional está 

relacionado con que 

nadie puede influir 

en diseñar la mejor y 

correcta estrategia 

para el caso 

asignado, pero este 

principio no podría 

tomarse como un 

factor incidente en 

negligencias de parte 

de estos servidores. 

 

No, al contrario, es el 

defensor quien mejor 

conoce el caso 

asignado y por lo 

tanto quien está 

capacitado para 

diseñar la mejor 

estrategia de defensa. 

La responsabilidad civil del 

defensor público debería 

darse a través del estado y de 

este al particular. 

S3 

 

Teniendo en cuenta 

que cada sujeto 

procesal cumple un 

rol en el nuevo 

código procesal 

penal, se relaciona 

en forma directa 

siempre y cuando el 

defensor público 

actué con 

negligencia. 

 

Considera que el 

principio de 

independencia 

funcional no incide de 

manera negativa en la 

elaboración de la 

defensa eficaz, ya que 

cada sujeto procesal 

asume un rol en el 

N.C.P.P. 

Para ello se tiene que 

determinar el daño causado al 

imputado, se tendría que 

reglamentar a fin de que el 

estado devuelva al imputado 

el derecho vulnerado por la 

mala defensa del defensor 

público. 

S4 

Se relaciona cuando 

es el propio defensor 

público penal, quien 

se apersona, realiza 

seguimiento de su 

caso designado y 

conforme a las 

circunstancias 

solicita un 

archivamiento o 

sobreseimiento 

dependiendo de cada 

caso. 

 

Incide de manera 

negativa, cuando el 

fiscal quiere acusar o 

cambia de estrategia, 

pero inicia con otro 

tipo de estrategia y 

eso lo hace variar y 

dudar en su teoría del 

caso al abogado del 

imputado y muchas 

veces puede crear  una 

defensa ineficaz o sin 

certeza. 

Siendo que es un servidor 

público y esta supervisado y 

tiene que trabajar con metas y 

es su propia ética, siempre 

trata de utilizar todas las 

estrategias, con las garantías 

fundamentales y 

constitucionales para el 

investigado. 
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S5 

 

Que se relaciona 

porque el defensor 

público es 

independiente en su 

actuar, en su 

estrategia de 

defensa; nadie puede 

influenciar ni 

ordenar al defensor 

público en su actuar. 

No incide de forma 

negativa; toda vez que 

el defensor público 

debe realizar una 

estrategia de defensa 

que permite absolver 

al imputado y/o 

atenuar la pena y/o 

una salida alternativa. 

Si su actuar causara 

perjuicio al imputado; 

dicha independencia 

afectaría a la 

elaboración de una 

estrategia de defensa 

eficaz. 

 

Que el defensor público, 

acarrea en responsabilidad 

penal y administrativo toda 

vez que frente a una defensa 

negligente es pasible de 

resolución de contrato. 

S6 

Si podría incidir, 

siempre y cuando el 

defensor tome una 

decisión errada en 

cuanto a su 

estrategia de 

defensa. Sin 

embargo la 

estrategia que tome 

comprende un acto 

voluntario y 

subjetivo. Habría 

que analizarse caso 

en concreto. 

 

No incide, porque 

estaría obligado al 

defensor público o 

que tome una decisión 

correcta, como puedo 

determinar eso, si es 

subjetivo, ya que el 

defensor público 

puede alegar que así 

fue su estrategia. Sin 

embargo cuando se 

evidencie vulneración 

del derecho de 

defensa por parte del 

defensor público 

penal omitiendo 

adoptar una solución 

más adecuada para el 

caso concreto, su 

incidencia seria 

negativa. 

 

Considero que la 

responsabilidad civil seria 

frente al tercero y no frente al 

estado, porque el tercero es 

quien directamente incide en 

la realización del perjuicio. 
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S7 

 

Este principio se 

puede relacionar 

cuando existe por 

ejemplo una defensa 

necesaria y se realice 

un procedimiento 

administrativo  ripa, 

ya que ahí el 

defensor público se 

encuentra 

doblemente 

obligado, frente al 

estado y al usuario 

que realiza un pago 

por cada actividad 

procesal que realiza 

el defensor público. 

Cuando este defensor 

público penal no 

conociera el caso  ni 

las etapas que 

presenta el proceso 

penal ya sea según el 

nuevo o antiguo 

código. Por lo que se 

encuentra obligado a 

estudiar el caso. 

Los alcances de 

responsabilidad civil que 

podrían alcanzar al defensor 

público como servidor 

público, respecto a lo que 

establece la contraloría en el 

marco de su accionar como 

servidor no como defensor 

público; ya que la norma del 

código proceso penal exige 

que debe ejercer una defensa 

eficaz, muy al margen de ser 

autónomo en su decisión de 

elaborar su estrategia de 

defensa. Y esta 

responsabilidad no beneficia 

al particular, por lo que este 

tipo de acciones, se debe 

solicitar el perjudicado 

mediante una demanda de 

R.C extracontractual. 

 

S8 

 

Si se relaciona dado 

que los abogados 

deben realizar una 

teoría de su caso y 

en razón a ello 

solicitar las 

actuaciones que se 

requiera para la 

mejor defensa del 

investigado por 

tanto, dado que 

tienen esa libertad de 

actuación, enmarca 

esa responsabilidad. 

 

 

Podría haber alguna 

afectación por los 

cambios constantes 

que se producen en la 

defensa pública, lo 

que determina que no 

siempre el mismo 

abogado va conocer el 

caso produciéndose 

constantes cambios de 

defensa, lo que 

conlleva a una 

erradica estrategia de 

defensa. 

Considero que efectivamente 

toda actuación negligente 

conlleva a una 

responsabilidad civil y dado 

que el derecho de defensa es 

como fundamental 

reconocido por la 

constitución y normas 

supranacionales, lo que 

determina en caso de una 

mala praxis deba 

indemnizarse las 

consecuencias de la misma. 
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S9 

 

 

La independencia no 

debe ser arbitraria ya 

que debe cumplir su 

rol de acuerdo a lo 

que le atribuye la 

ley. En ese sentido 

resulta necesario 

identificar la 

relación sustancial 

que implica si no se 

encamina dicho 

principio en aras de 

proteger los 

intereses de los 

imputados. 

 

Cuando ocasiona 

perjuicio al imputado 

moral y económico, 

actuando de manera 

distante de la norma 

de origen 

constitucional y legal 

como la propia norma 

de la defensa pública. 

Teniendo en cuenta 

que su incidencia 

negativa gira en torno 

a la actuación del 

defensor público 

penal al seguir sus 

respectivos casos. 

 

No lo beneficia al imputado, 

el estado es quien resulta 

beneficiado al pedir la 

indemnización y otorgar el 

defensor público tal 

pretensión. Al tratarse de 

daños patrimoniales en los 

que el servidor público 

incurriera, corresponde 

atribuirle responsabilidad 

civil. 

S10 

 

 

En la realidad actual 

del país, la política 

en general y la 

judicial en 

particular, exhibe 

una visible crisis de 

la legitimidad, en el 

caso concreto pues 

la defensa pública no 

ha sido bien vista ya 

con los nuevos 

cambios conllevan a 

que se ejerzan el 

deber de procurar 

que la ciudadanía 

recupere la 

confianza en dicha 

institución, no solo 

la defensoría, sino 

también las 

instituciones que 

ejercen autoridad de 

justicia. 

 

 

Pues a pesar de que se 

hayan creado 

directrices y planes de 

trabajo, estas no 

llegan a fortalecerse, 

no llegando a 

fortalecer la 

democracia, es 

necesario en ese 

sentido que el estado 

propicie mecanismos 

para que los 

defensores públicos 

cuenten con 

independencia y 

puedan ejercer sus 

labores con autonomía 

funcional y 

presupuestal, 

eliminando todo 

obstáculo que limite 

el acceso a la defensa 

pública. 

 

 

 

 

Si se realiza una mala e 

inadecuada defensa, existiría 

responsabilidad, mayormente 

en los casos estos se dan en 

terceros. 
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Objetivo 

específico 1 

 

 

La mayoría de los 

entrevistados 

identifican la 

relación funcional 

del principio de 

independencia 

funcional ante una 

actuación negligente 

del defensor público 

penal, considerando 

su participación 

desde el inicio de la 

investigación, podría 

tener una estrategia 

errada y como este 

es un acto 

autónomo, debería 

analizarse caso en 

concreto para 

advertir falencias. 

Adicionalmente se 

manifiesta una crisis 

de la defensa pública 

que no es bien vista, 

pero, con los nuevos 

cambios en el 

ámbito de justicia se 

pretende recuperar la 

confianza de la 

ciudadanía. 

 

 

La mayoría de los 

entrevistados, 

consideran que al 

detectarse 

inconsistencias en el 

ejercicio de la defensa 

técnica y se genere 

perjuicio al imputado 

por la falta de 

diligencia, dicho 

principio incide de 

forma negativa. Tales 

actuaciones 

negligentes se 

enmarcan, por 

ejemplo; al no ser una 

estrategia idónea o 

adecuada para el caso, 

la falta de 

conocimiento del caso 

en concreto o las 

etapas y actuaciones 

que corresponde a 

cada una de ellas, 

dentro del proceso 

penal ya sea del 

antiguo o nuevo 

código procesal penal.  

Asimismo, refieren 

que la afectación 

puede surgir como 

 

 

La mayoría de los 

entrevistados, consideran que 

al detectarse inconsistencias 

en el ejercicio de la defensa 

técnica y se genere perjuicio 

al imputado por la falta de 

diligencia, dicho principio 

incide de forma negativa. 

Tales actuaciones negligentes 

se enmarcan, por ejemplo; al 

no ser una estrategia idónea o 

adecuada para el caso, la falta 

de conocimiento del caso en 

concreto o las etapas y 

actuaciones que corresponde 

a cada una de ellas, dentro del 

proceso penal ya sea del 

antiguo o nuevo código 

procesal penal. Asimismo, 

refieren que la afectación 

puede surgir como 

consecuencia de los cambios 

constantes que se producen, 

lo que determina que no 

siempre el mismo abogado 

sea quien conozca el caso de 

principio a fin. Por otro lado, 

señalan que no incidirá de 

forma negativa, si el defensor 

es quien conoce mejor el caso 

y está capacitado para diseñar 



                                                                                                                                                      47 
 

consecuencia de los 

cambios constantes 

que se producen, lo 

que determina que no 

siempre el mismo 

abogado sea quien 

conozca el caso de 

principio a fin. 

 

 

la mejor estrategia de defensa 

y cada sujeto procesal asume 

un rol en el N.C.P.P. 

Determinar de 

qué manera el 

principio de 

independencia 

funcional se 

relaciona con la 

responsabilidad 

civil del 

defensor 

público penal 

en ventanilla 

2018-2019 

Análisis: En virtud 

de la norma especial, 

el principio de 

independencia 

funcional presenta 

dos supuestos para 

ser interpretada, en 

ese sentido, aquel 

que se relaciona a la 

presente es la 

independencia del 

defensor público 

para elegir la 

estrategia de defensa 

que crea conveniente 

para la solución del 

caso, y a la vez, 

denota una 

prohibición de que 

nadie pueda 

intervenir en tal 

estrategia. Por tanto, 

el defensor público 

que en virtud de este 

principio, realize una 

acción u omisión 

que genere daño, 

será pasible según la 

propuesta que se 

En una óptica 

positiva, tal principio 

no tendría ninguna 

incidencia negativa 

porque el defensor se 

encuentra capacitado 

para diseñar la 

estrategia, sin 

embargo, no todo es 

color de rosa, 

lamentablemente 

existen casos en los 

que se evidencia 

defensa ineficaz en 

audiencia, no 

interponen recursos 

para contradecir la 

resolución que 

perjudica a sus 

patrocinados, etc. Por 

lo que desde una 

óptica negativa, tal 

principio incide 

negativamente en la 

estrategia de defensa 

eficaz para el 

imputado. 

La responsabilidad civil del 

servidor o funcionario 

público se rige por la novena 

disposición de la ley 27758, 

en ese sentido, tal 

responsabilidad esta dirigida 

hacia el Estado a traves de las 

reglas de  responsabilidad 

civil contractual, ante ello, la 

norma debe ser clara para 

entender quién resulta 

beneficiario de ello, o cual es 

la acción u omisión del 

servidor que genere daño 

patrimonial, si por por tal 

actuar se perjudicó 

directamente a quién recibía 

el servicio. Sin embargo 

dichas incognitas la norma no 

las resuelve. 
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plantea, de 

responsabilidad 

civil, una vez 

configurado sus 

elementos. 

 

Se puede determinar la relación sustancial del principio de independencia ante 

una actuación negligente del defensor público, que genere responsabilidad 

civil, debiendo analizarse caso en concreto para advertir inconsistencias en el 

ejercicio de la defensa como la ausencia de diligencia. Por lo que su incidencia 

será de forma negativa en la elaboración de estrategia de defensa ya sea activa 

o pasiva, agregándose a tal problema, la falta de conocimiento de la ley y el 

derecho; y los constantes cambios de abogados en las diligencias que 

notifican. Asimismo la regulación que existe sobre responsabilidad civil del 

servidor o funcionario es frente al Estado y ello no beneficia al imputado 

frente a perjuicios en caso concreto, del mismo modo que tal responsabilidad 

es como servidor público y no como defensor público, por lo que debe 

regularse la responsabilidad civil extracontractual de dicho defensor así pueda 

el perjudicado demandar. 

 

*Elaborado por la tesista para la presente investigación. 
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RESULTADOS DEL  OBJETIVO 

ESPECÍFICO 2 

  

 

P7 

 ¿Precise usted de 

qué manera la 

supervisión en la 

defensa pública 

incide en la 

responsabilidad civil 

del defensor público 

penal y como debería 

enfocarse para la 

defensa técnica 

eficaz del imputado 

en ventanilla 2018-

2019? 

P8 

¿Precise usted si 

estaría de acuerdo 

con que se realice la 

supervisión en la 

defensa pública y 

control en la 

actuación del 

defensor público 

penal, considerando, 

los lineamientos que 

establece la norma 

sobre defensa 

técnica eficaz y la 

opinión del usuario 

imputado del 

servicio brindado? 

P9 

Según su punto de 

vista ¿Qué 

factores 

posibilitan e 

impiden la 

configuración de 

la responsabilidad 

civil del defensor 

público penal 

frente al 

imputado? 

 

 

 

S1 

 

La defensa pública 

incide en forma de 

responsabilidad 

administrativa; y, 

posteriormente civil o 

penal. La defensa 

técnica  debería 

enfocarse en forma 

pormenorizada y 

eficiente aplicando 

todos los mecanismos 

legales pertinentes en 

el proceso penal. 

 

 

La supervisión 

siempre se ha dado 

en la defensa pública 

y su control en su 

actuación también; y, 

estoy de acuerdo. 

 

 

Los factores que 

impiden una 

responsabilidad 

civil del defensor 

público penal son 

cuando el defensor 

público penal 

actúa con todas las 

diligencias y 

mecanismos 

legales penales y 

tiene siempre una 

defensa penal 

eficiente. 
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S2 

 

La supervisión es una 

forma de control 

sobre el correcto 

desenvolvimiento en 

el trabajo de los 

defensores públicos, 

pero bajo ninguna 

manera podría 

imponérsele a estos 

una determinada 

estrategia de defensa, 

sin embargo, esta 

influiría ya que al 

verse una inactividad 

en el quehacer del 

servidor se tendrá que 

tomar las medidas 

correctivas 

correspondientes. 

 

 

Si estoy de acuerdo 

 

Impediría la 

responsabilidad 

civil del defensor 

público la 

realización de 

supervisiones para 

poder determinar 

que en 

determinados 

casos exista una 

inactividad. 

 

 

S3 

 

Definitivamente la 

supervisión sería 

importante para no 

incurrir a 

responsabilidades, 

pero también sería 

importante que los 

órganos 

jurisdiccionales 

también den 

facilidades al 

defensor para que 

cumpla su labor de 

manera eficaz. 

 

 

Más que supervisión 

seria exigir a los 

órganos 

jurisdiccionales que 

cumplan con las 

notificaciones y 

demás actos 

procesales de manera 

oportuna a fin de que 

el defensor pueda 

nutrirse bien de los 

actuados y ejercer 

una defensa eficaz. 

 

 

El primer factor 

que impide la 

responsabilidad es 

el mismo  

imputado ya que 

no toma interés en 

su caso y no aporta 

documentos a 

testigos para que la 

defensa pueda 

realizar una 

defensa eficaz.   El 

segundo factor es 

la carga excesiva 

que imposibilita la 

preparación del 

caso o teoría del 

caso. 
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S4 

  

Incide mucho la 

supervisión en la 

defensa publica, 

porque cada defensor 

público al ver este 

hecho, trata de 

esforzarse y dar lo 

mejor para con su 

patrocinado; un 

mayor estudio de 

autos, de su carpeta, 

siempre defendiendo 

las garantías de ley 

del propio 

investigado. 

  

 

Considero que no es 

necesaria la opinión 

del usuario 

imputado; siendo 

que muchos de ellos 

desconocen del 

alcance del derecho, 

por lo tanto ellos ven 

de otra manera su 

propio caso y no ven 

desde una defensa 

técnica material 

como lo vemos los 

abogados 

defensores. 

 

Lo que posibilita 

es el apoyo por 

parte del 

imputado; cuando 

este trae pruebas, 

evidencias que 

ayuden a la 

defensa del 

investigado; y lo 

que impide o 

imposibilita la 

responsabilidad 

del defensor 

público es el no 

apoyo o la falta de 

coadyuvar para 

con el abogado y/o 

defensor público. 

 

 

S5 

 

La supervisión incide 

en que el defensor 

público realice una 

defensa eficaz y 

oprtuna y observar si 

no es realizada 

conforme a la norma 

y protocolo. 

 

Si estaría de acuerdo 

con lo propuesto. 

 

La carga laboral 

que existe hoy en 

día impiden y las 

capacitaciones que 

no son frecuentes 

permiten. 

 

 

S6 

 

Incide para prevenir 

la responsabilidad 

civil y debería 

enfocarse la 

supervisión en 

índices de calidad en 

los resultados que 

obtiene el defensor en 

la defensa de los 

usuarios. Como por 

ejemplo cuantas 

sentencias 

absolutorias tiene. 

 

 

Si es importante los 

lineamientos y sobre 

todo la opinión del 

usuario para verificar 

las falencias del 

trabajo del defensor 

público penal así 

como sucede con 

ODECMA y OCMA 

para mejorar el 

servicio. 

 

 

Posibilita cuando 

la norma no es 

muy clara sobre la 

responsabilidad 

civil e incluso la 

ley de la defensa 

pública. Y puede 

impedir la 

configuración de 

la responsabilidad 

el 

desconocimiento 

del usuario de 

presentar la 

demanda. 
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S7 

 

Para que incida en la 

configuración de la 

responsabilidad civil 

debe iniciar con una 

queja bajo el 

procedimiento 

administrativo a 

favor del perjudicado 

quejoso, y con  una 

resolución favorable 

podría iniciar su 

demanda de 

responsabilidad civil. 

La supervisión debe 

enfocarse en una 

carga proporcional de 

casos mensuales, 

siendo estricta en 

conocer cada uno de 

sus casos. 

 

El suscrito se 

encuentra de acuerdo 

que se realice 

constantemente 

dicho control, así 

como ceñirse a los 

lineamientos de la 

ley 29360. Siendo 

importante porque se 

valora cada caso en 

concreto por cada 

uno de los usuarios. 

 

No habría 

impedimento de 

realizar una 

solicitud de 

responsabilidad 

civil por parte del 

usuario  ya que no 

se encuentra 

prohibido por le, y 

sobre este extremo 

debería existir un 

pronunciamiento 

de la autoridad 

competente en 

razón de la 

protección del 

usuario afectado. 

 

 

S8 

 

La supervisión de los 

defensores públicos 

debería buscar en lo 

posible que los casos 

sean asignados a un 

abogado defensor y 

evitar los constantes 

cambios de abogados 

con ello se 

estableciera una sola 

línea de estrategia de 

defensa. Asimismo la 

supervisión debería 

analizar los 

resultados 

estadísticos de la 

defensa examinando 

posibles deficiencias 

y fortalezas que 

coadyuven a una 

mejor defensa en el 

marco de la búsqueda 

de la verdad. 

 

Considero que 

deberían seguirse 

esos lineamientos y 

sobre todo verificar 

la satisfacción con el 

servicio brindado e 

incluso para facilitar 

correctivos idóneos, 

eficaces y a tiempo. 

 

Factores que 

posibilitan son el 

conocimiento a tal 

hecho 

fundamental por la 

normativa al 

respecto y lo que 

dificulta es ese 

constante cambio 

de abogados 

defensores que de 

alguna manera, 

harían más 

dificultoso, el 

atribuir 

responsabilidad 

objetiva a uno de 

los abogados que 

hubiera 

intervenido en el 

proceso. 
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S9 

La omisión de 

detectar algún 

problema, tal 

supervisión incide en 

la responsabilidad 

civil del defensor 

público penal. 

Debería enfocarse de 

forma efectiva. 

Primer punto, 

considerar la 

finalidad de la 

supervisión en tanto 

sirva para identificar 

vulneraciones o 

transgresión a los 

derechos y normas 

específicas. Como 

segundo punto debe 

considerarse que la 

defensa técnica eficaz 

es un parámetro que 

deberán guiarse. 

Debe ser efectiva la 

función del defensor 

público penal. Por lo 

que es la institución 

de la que dependen 

quienes deben 

realizar una 

supervisión eficiente 

y efectiva para 

prevenir futuras 

vulneraciones o 

detectar falencias y 

así mejorarlas. Por lo 

que estaría de 

acuerdo que tal 

supervisión  se 

encuadra  y 

considere la opinión 

del usuario para 

emitir estadísticas en 

aras de promover un 

servicio de calidad. 

Impediría que el 

defensor público 

conociera el caso y 

actuara según la 

ley de ética, no 

tendría porque 

responder en esos 

casos. Contrario 

sensu la regulación 

de esta se aplicará 

a cabalidad el fin 

de garantizar un 

derecho que es 

tanto la libertad 

como la defensa 

técnica publica. 

S10 En la manera que 

prevenga la 

responsabilidad civil 

y deberá enfocarse la 

correcta supervisión 

en índices de calidad, 

logrando asa 

resultados óptimos 

para salvaguardar los 

intereses de los 

justiciables. 

Es importante en la 

medida de que los 

lineamientos y sobre 

todo las opiniones 

vertidas por los 

justiciables y 

aquellas personas 

carentes, para que a 

través de ello, pueda 

verificarse las 

funciones realizadas 

por el defensor 

público. 

Cuando las normas 

no son claras 

existe aún 

ambigüedad en 

ciertas leyes,  

existen  casos en 

que cuando se 

instala un juicio el 

acusado ingresa en 

desigualdad de 

armas, eso afecta 

el debido proceso 

y vulnera el 

derecho del 

acusado. 

 

Objetivo específico 2 
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La mayoría de los 

entrevistados, 

señalan que la 

supervisión incide de 

forma definitiva, ya 

sea para no incurrir 

en responsabilidades, 

así como para 

detectar inactividad 

por parte del defensor 

de modo que trate de 

cambiar su actuar y se 

esfuerce más. 

Asimismo, debería 

enfocarse en la 

calidad del servicio 

en el sentido de 

observarse los 

resultados de la 

defensa y poner en 

conocimiento serias 

dificultades que 

respectan a las 

notificaciones a 

último momento. 

Adicionalmente, se 

explica la incidencia 

de la supervisión a 

través de la queja 

formulada por los 

usuarios, en ese 

sentido el 

procedimiento 

administrativo a 

favor del quejoso y 

con tal resolución 

favorable pueda 

iniciar una demanda 

de responsabilidad 

civil.  

La mayoría de los 

entrevistados, 

manifiestan estar de 

acuerdo con que se 

realice la supervisión 

y control en base a 

los lineamientos de 

defensa técnica 

eficaz y la opinión 

del imputado, para 

detectar errores del 

servicio brindado por 

el defensor público 

penal, así como el 

caso de OCMA y 

ODECMA. Sin 

embargo, señalan 

que debería exigirse 

al poder judicial que 

cumpla con notificar 

de forma oportuna a 

fin de que pueda 

realizar de forma 

eficiente su trabajo, 

asimismo, la 

especialista 

menciona que no es 

necesario porque los 

usuarios no conocen 

el Derecho teniendo 

una percepción 

distinta a la del 

defensor. 

La mayoría de los 

entrevistados, 

explican distintos 

factores que 

impiden la 

configuración de 

responsabilidad 

civil del defensor 

público penal 

como la defensa 

eficiente en todas 

las diligencias, la 

supervisión para 

corregir de esa 

manera la mala 

actuación, el 

apoyo del 

imputado para con 

su caso, la carga 

laboral y el 

desconocimiento 

de éste para 

accionar y 

presentar la 

demanda. Dentro 

de los factores que 

posibilitan se debe 

tener en cuenta la 

falta de precisión y 

claridad de la 

norma sobre 

responsabilidad 

civil del servidor; 

y al no encontrarse 

prohibida, debería 

existir un 

pronunciamiento 

de la autoridad 

competente en 

razón de la 

protección del 

usuario afectado. 
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Determinar de qué manera 

la supervisión en la defensa 

pública incide en la 

responsabilidad civil del 

defensor público penal en 

ventanilla 2018-2019. 

Análisis:  La 

supervisión de los 

servicios resulta 

importante para 

detectar falencias y 

plantear soluciones 

drásticas a fin de 

evitar perjuicios a los 

usuarios, es por ello, 

que se exige que esta 

supervisión se base 

en criterios de calidad 

y eficiencia, tal es el 

caso que los 

parámetros que debe 

regirse en el ámbito 

penal, son la 

diligencia y defensa 

eficaz. Conceptos que 

no se establecen en 

ninguna norma, sino 

se desprende de la 

interpretación por 

parte de los juristas u 

operadores del 

derecho. 

Para muchos 

abogados, la opinión 

del usuario no 

debería considerarse 

en la supervición 

porque simplemente 

no tienen 

conocimiento del 

Derecho, sin 

embargo, tienen 

conocimiento de lo 

que significa un buen 

trato, tienen derecho 

a opinar si tal 

defensor le explica lo 

que significa cada 

actuación que 

realiza, etc.  

Ante un trabajo 

eficiente de 

administración, al 

momento de 

asignar los casos a 

los abogados, una 

supervisión 

eficiente según los 

parámetros antes 

indicados, no 

tendría sentido la 

regulación de 

responsabilidad 

civil para ellos, sin 

embargo es ante lo 

problemas que 

existe sobre el 

ejercicio de la 

defensa técnica, lo 

que justifica la 

adopción de esta 

medida. 

 

La supervisión en la defensa pública incide de forma definitiva en 

la responsabilidad civil del defensor público penal, ya sea para no 

incurrir en responsabilidades, así como para detectar inactividad del 

defensor, de tal manera que trate de cambiar tal situación. 

Debiéndose enfocar la supervisión en la calidad del servicio a 

través de la observación de los resultados de defensa. Basándose en 

los lineamientos de defensa técnica eficaz y la opinión del usuario, 

para con ello detectar falencias y proponer alternativas de solución. 

Por otro lado, dentro de los factores que impiden la configuración 

de responsabilidad civil del defensor público penal giran en torno a 

que el defensor se desempeñe con diligencia y la supervisión se 

efectué con eficiencia. Aunado a ello, los factores que facilitan se 

encuadran en la falta claridad y precisión de la norma sobre el tema 

central, así como al no estar regulado no se presenta alguna 

prohibición.  

*Elaborado por la tesista para la presente investigación. 
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ANEXO N° 02: 

SOLICITUD Y VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO DE GUÍA DE ENTREVISTA  
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ANEXO N° 03: GUÍA DE ENTREVISTA 

Título: La defensa técnica del imputado y responsabilidad civil del defensor público 

penal en Ventanilla 2018-2019. 

Entrevistado…………………………………………………………..……………. 

Cargo/Profesión/Grado Académico………………………………………………. 

Institución………………………………………………………………………….. 

Lugar…………………………………Fecha ………….Duración………… 

 

1. Teniendo en cuenta la función que cumple el defensor público penal en la defensa 

eficaz del presunto culpable, en ese sentido, ¿De qué manera la defensa técnica del 

imputado incide en la responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 

2018-2019? 

______________________________________________________________________ 

______________________________________________________________________ 

______________________________________________________________________ 

 

2. ¿Cómo cree usted que la defensa técnica del imputado incide en la protección del 

debido proceso penal en el marco del nuevo código procesal penal? 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

 

3. ¿Considera usted que la responsabilidad civil del defensor público penal frente al 

imputado debería darse de forma directa, teniendo en cuenta el actuar culposo en 

perjuicio de su patrocinado, (ya sea omitiendo la información o siendo negligente al 

momento de emplear los medios de defensa técnicos, entre otros)? ¿Por qué? 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

 

Objetivo general 

Analizar de qué manera la defensa técnica del imputado incide en la 

responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019. 
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-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 

4. Atendiendo la finalidad del servicio de la defensa pública penal en el imputado  

¿De qué manera el principio de independencia funcional se relaciona con la 

responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019?  

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

5. ¿Diga usted como el principio de independencia funcional del defensor público penal 

incide de forma negativa en la elaboración de la estrategia de defensa eficaz para el 

imputado? 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

6. Teniendo en cuenta que el defensor público penal es considerado un servidor público, 

¿Diga usted, que alcance tiene la responsabilidad civil del defensor público penal frente 

al Estado y cómo ello beneficia al particular en el marco de protección del objeto del 

Derecho penal? 

_________________________________________________________________________

_________________________________________________________________________

_________________________________________________________________________ 

 

 

 

 

 

Objetivo específico 1 

D Determinar de qué manera el principio de independencia funcional se relaciona 
con la responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-

2019. 
 

Objetivo específico 2 

        Determinar de qué manera la supervisión en la defensa pública incide en la 
responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019. 
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7. ¿Precise usted de qué manera la supervisión en la defensa pública incide en la 

responsabilidad civil del defensor público penal y como debería enfocarse para la 

defensa técnica eficaz del imputado en ventanilla 2018-2019? 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

8. ¿Precise usted si estaría de acuerdo con que se realice la supervisión en la defensa 

pública y control en la actuación del defensor público penal, considerando, los 

lineamientos que establece la norma sobre defensa técnica eficaz y la opinión del 

usuario imputado del servicio brindado? 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

9. Según su punto de vista ¿Qué factores posibilitan e impiden la configuración de la 

responsabilidad civil del defensor público penal frente al imputado? 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

10. ¿En su experiencia como defensor público penal en ventanilla durante los años 

2018-2019, cuantas veces autoridades externas han efectuado la supervisión en la 

dirección de defensa publica de ventanilla? Asimismo, ¿Precise usted que comprende 

tal control? (opcional) 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------

---------------------------------------------------------------------------------------------------- 

Nombre del entrevistado Sello y firma 
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ANEXO N°04: GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 

 

 
 

 

 

 

 

 

FUENTE 

DOCUMENTAL 

CONTENIDO DE LA 

FUENTE A ANALIZAR 

ANÁLISIS DEL 

CONTENIDO 

CONCLUSIÓN 

 

* La 9na disposición 

final de la Ley N° 

27785 - Ley Orgánica 

del Sistema Nacional 

de Control y de la 

Contraloría General de 

la República, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Auto del Tribunal 

Constitucional de 

fecha 10/08/2015, 

 

“(…) Responsabilidad 

Civil.- Es aquella en la 

que incurren los 

servidores y funcionarios 

públicos, que 

por su acción u omisión, 

en el ejercicio de sus 

funciones, hayan 

ocasionado un daño 

económico 

a su Entidad o al Estado, 

incumpliendo sus 

funciones, por dolo o 

culpa. La obligación del 

resarcimiento es de 

carácter contractual y 

solidaria, y la acción 

correspondiente 

prescribe a los diez (10) 

años de ocurridos los 

hechos que generan el 

daño económico. (…)” 

 

 

 

 

 

 

 

 

Señalando en el 

fundamento 9 “Por 

consiguiente, esta Sala 

considera que es 

 

En el caso del servicio 

de la defensa pública, 

órgano dependiente del 

Ministerio de Justicia. 

Este tipo de 

responsabilidad es 

entendida cuando aquel 

administrado o usuario 

demanda a la 

administración pública 

por haber vulnerado 

algún derecho que está 

relacionado con el 

desempeño del servidor 

al brindar un servicio. 

Siendo que ocasiona un 

perjuicio al patrimonio 

del Estado por estar 

inmerso en un proceso 

judicial. Por lo que 

dicho tercero al estar 

sujeto a una modalidad 

contractual con tal 

administración, tal 

responsabilidad resulta 

contractual, siendo 

aplicable las reglas del 

código civil. 

 

 

Al respecto es 

necesario analizar si 

soluciona la 

problemática de la 

 

Sin embargo, resulta 

notorio que la propia 

norma denota ambigüedad 

y ausencia de claridad de 

los supuestos en que se 

basa tal responsabilidad o 

cuando aquella beneficia 

al administrado quien es 

aquel que está en situación 

de desventaja ante la 

administración pública. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Al reiniciarse el proceso 

genera mayores gastos 

administrativos para el 

Estado y para el usuario, y 

un estado de espera e 

incertidumbre en conocer 

Título: “La defensa técnica del imputado y la responsabilidad civil del defensor público penal en 

ventanilla, 2018-2019” 

Objetivo General: Analizar de qué manera la defensa técnica del imputado incide en la 

responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019. 
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en LA LIBERTAD 

– TRUJILLO bajo 

el Expediente N° 

03989-2014-

PHC/TC, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La  CIDH mediante la 

sentencia del 

15/10/2019 en el caso 

Girón y otro Vs. 

Guatemala 

necesario declarar la 

nulidad de todo el 

proceso y ordenarse la 

reposición del trámite al 

estado inmediato anterior 

a la concurrencia del 

vicio, con el fin de que 

también se emplace con 

la demanda a don Danny 

Jhon Anhuamán Vílchez 

y a la Dirección Distrital 

de Defensa Pública y 

Acceso a la Justicia de La 

Libertad, para que se 

realice una correcta 

investigación sumaria, y 

que, como consecuencia 

de aquello, se emita 

nueva resolución 

debidamente motivada 

(…)”. 

 

“La Corte ha señalado 

que el derecho de defensa 

implica que esta sea 

eficaz, oportuna, 

realizada por personal 

técnico, que permita 

fortalecer la protección 

del interés concreto del 

imputado y no como un 

simple medio para 

cumplir formalmente con 

la legitimidad del 

proceso. Por ende, 

cualquier forma de 

defensa aparente 

resultaría violatoria de la 

Convención Americana. 

En esta línea, “[l]a 

relación de confianza 

debe ser resguardada en 

todo lo posible dentro de 

los sistemas de defensa 

pública [por lo que 

d]deben existir 

mecanismos ágiles para 

que el imputado pueda 

pedir que se evalúe el 

defensa técnica del 

imputado efectuada por 

el defensor público. 

Teniendo en cuenta su 

repercusión a futuro, si 

con ello se evita los 

estados de indefensión 

y previene tales 

vulneraciones. Si bien 

es cierto al declararse 

nula la sentencia 

condenatoria se 

soluciona el problema 

del momento, pero 

nada garantiza que 

vuelva a suceder y se 

declare nulo. 

 

 

 

 

 

 

 Es relevante la 

posición brindada por 

la Corte, en tanto 

promueve la adopción 

de medidas de solución 

a la problemática de la 

defensa pública para 

preponderar los 

intereses del defendido, 

ante la consideración 

de mera formalidad 

manifestada por la 

defensa pública 

realizada a los 

intervinientes. 

lo decidido por el juez y 

obtener una resolución 

oportuna para el usuario 

afectado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Reafirma los criterios en 

los que la defensa pública, 

debe enfocarse por lo que 

debe dejarse de lado su 

simple asignación para 

llevar a cabo una 

audiencia improrrogable, 

considerando su 

nombramiento como 

simple formalidad, sino su 

actuar debe enmarcarse en 

los parámetros de la 

diligencia y las garantías 

procesales del acusado. 
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nivel de su defensa y 

[n]ningún defensor 

público puede subordinar 

los intereses de su 

defendido a otros 

intereses sociales o 

institucionales o a la 

preservación de la 

‘justicia'” 

FUENTE 

DOCUMENTAL 

CONTENIDO DE LA 

FUENTE A 

ANALIZAR 

ANÁLISIS DEL 

CONTENIDO 

CONCLUSIÓN 

 

Juan Monroy Gálvez 

Catedrático de 

Derecho Procesal 

Civil en la Facultad 

de Derecho, U. de 

Lima. En el artículo 

“La independencia 

del Juez y del 

Abogado” para la 

Revista IUS ET 

VERITAS de la 

PUCP. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Principios 

internacionales de 

Conducta para la 

 

“(…) Un abogado es 

independiente si es 

capaz de admitir y 

convertir su profesión 

en un acto de 

compromiso social, es 

decir, si es capaz de 

realizar un análisis 

crítico destinado a 

descubrir las causas por 

las que las actuales 

estructuras políticas, 

sociales, económicas y 

jurídicas generan 

injusticia (…).” 

 

“(…) La independencia 

requiere que el abogado 

actúe por el cliente sin 

que existan conflictos 

de intereses indebidos 

consigo mismo, ni 

influencias externas 

 

Con la opinión del 

jurista se pretende 

relacionar el principio 

de independencia del 

abogado con la función 

que cumple en la 

solución de conflictos 

de la sociedad, teniendo 

en cuenta su labor de 

defensor en busca de la 

verdad y la justicia para 

hacer prevalecer los 

derechos de los unos 

sobre los otros. 

 

 

 

 

Lejos de ser una gran 

garantía para el abogado 

en el ejercicio de sus 

funciones, resulta 

trascendental no dejar 

de lado que su 

 

Con esta conceptualización 

de independencia del 

abogado, al materializarse 

en la práctica jurídica, 

lograría un mayor 

compromiso por parte del 

defensor público en la 

defensa de casos con 

diligencia y eficacia. De tal 

forma que a su libre 

criterio, adopte una mejor 

solución para su 

patrocinado. 

 

 

 

 

 

 

Como conclusión se 

advierte que el principio de 

independencia funcional 

evita posibles 

interferencias en su trabajo, 

Objetivo EspecÍfico 1: Determinar de qué manera el principio de independencia funcional se 

relaciona en la responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019.  
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profesión jurídica de 

la IBA.  Adoptados el 

28 de mayo de 2011 

por la internacional 

bar Association. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

indebidas, ni cualquier 

preocupación que 

pueda interferir con el 

mejor interés del cliente 

o el criterio profesional 

del abogado (...)”. 

independencia se 

relaciona con lo que es 

mejor para su cliente, en 

casos de defensa 

particular. 

de modo que se 

salvaguarda las 

necesidades del cliente. 

 

FUENTE 

DOCUMENTAL 

CONTENIDO DE LA 

FUENTE A 

ANALIZAR 

ANÁLISIS DEL 

CONTENIDO 

CONCLUSIÓN 

 

José Víque (octubre 

de 2016) en su 

artículo de 

investigación 

titulado “ El sistema 

de control interno y 

externo del sector 

público nacional” 

manifiesta lo 

siguiente: 

 

 

 

 

 

 

 

“(…)Como reflexión 

final, quisiera transmitir 

una inquietud respecto 

al control de la 

actividad estatal, (…), 

el cual 

no debe efectuarse 

como el mero 

cumplimiento rutinario 

de planes y programas 

de auditoria, porque el 

conocer en profundidad 

si los recursos públicos 

previstos en el 

presupuesto nacional se 

utilizan en forma 

 

Al respecto el autor 

mexicano pretende 

analizar la problemática 

del control de la 

actividad estatal en su 

país, el cual debe 

enfocarse en criterios de 

mejora del servicio y 

siendo dichos recursos 

otorgados por el Estado, 

empleados de forma 

eficiente. 

 

 

 

 

 

En México, la 

problemática del control de 

la actividad estatal resulta 

manifiesta cuando su 

cumplimiento se trata de 

simple formalidad por una 

política relacionado al 

control o auditoria. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Objetivo Específico 2: Determinar de qué manera la supervisión en la defensa pública incide en la 

responsabilidad civil del defensor público penal en ventanilla 2018-2019. 
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Artículo 26-B del 

Decreto Supremo N° 

009-2019-JUS  que 

adecúa el 

Reglamento de la 

Ley N° 29360, Ley 

del Servicio de 

Defensa Pública, al 

Decreto Legislativo 

N° 1407 que 

fortalece el servicio 

de Defensa Pública.  

eficiente, si estos se 

traducen en mejores 

servicios para la 

población, nos 

permitirá satisfacer las 

aspiraciones 

constitucionales de 

bienestar general, 

libertad, prosperidad y 

progreso económico 

con justicia social que 

nuestra sociedad 

demanda”. 

 

 

“Artículo 26-B.- 

Delegación de las 

acciones de 

supervisión. 

 

Las supervisiones 

pueden ser ordinarias o 

extraordinarias. El/La 

Director/a General y 

los/las 

Coordinadores/as 

Generales, en el marco 

de sus competencias, 

pueden delegar en 

los/las Supervisores/as 

las acciones de 

supervisión de todo el 

personal, incluyendo la 

que corresponde a 

los/las Directores/as 

Distritales (…)”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Según el artículo citado, 

corresponde a la 

dirección general o 

coordinadores de dicha 

dirección, realizar la 

supervisión de forma 

directa, sin embargo 

pueden encargar tal 

función a supervisores 

quienes los 

representaran y 

ejercerán las funciones 

que corresponda a la 

supervisión. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La supervisión en la 

defensa pública puede ser 

de forma ordinaria, es 

decir, aquellas 

supervisiones que están 

programas a realizarse de 

forma anual o de forma 

extraordinaria, cuando al 

monitoreas por el sistema 

evidencian inactividad o 

existen quejas de la 

dirección distrital para un 

defensor público, es así que 

reciben las visitas 

inopinadas. 
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